Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 34 minutos) 


SEÑOR GALLINAL.- Habíamos anunciado con el señor Senador Moreira, en nombre de los 
Legisladores del Partido Nacional, que íbamos a presentar unas preguntas para trasladarle por escrito 
al ex Presidente de la República, el doctor Tabaré Vázquez, en función de que cuando se aprobaron 
las Leyes Nos. 18.387 y 18.411, él ejercía en ese momento la Presidencia de la República, y en 
atención, además, a las expresiones que surgen de la comparecencia en el Senado del doctor Gonzalo 
Fernández, en calidad de Senador suplente. Entendemos que corresponde hacerlo por escrito, en 
atención a la investidura del doctor Vázquez, de manera que tenemos formuladas las preguntas y las 
vamos a presentar; llevan la firma del señor Senador Moreira y la mía. Creemos conveniente también, 
si bien aquí transcribimos una parte de las expresiones del doctor Gonzalo Fernández, que se adjunte 
el acta de la sesión, de manera que el doctor Vázquez disponga de todo lo que se discutió ese día y, 
muy especialmente, lo que dijo el doctor Gonzalo Fernández, que es lo que nos lleva a hacer este 
planteamiento. En consecuencia, le entregamos las preguntas, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está de acuerdo, estaríamos elevando las preguntas, con una 
nota, al ex Presidente doctor Tabaré Vázquez, junto con el acta de la sesión del Senado en la que se 
discutió la cuestión de fueros y no sé si algún otro elemento que se entienda conveniente enviar. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Me parece que sería de orden que nosotros tuviéramos acceso a las preguntas. 


SEÑORA XAVIER.- Estoy de acuerdo con que es de orden repartirlas y tener un espacio de 
intercambio porque, más allá de cómo los medios pueden distorsionar, la Comisión es quien solicita las 
actuaciones, a través de uno, dos, tres o más integrantes. Me parece que tenemos que darnos ese 
tiempo que, obviamente, no es muy extenso. 


(Ingresa a Sala el Economista Isaac Alfie) 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión le da la bienvenida al economista Alfie y le cede la palabra. 


SEÑOR ALFIE.- En principio quisiera hacer un relato conciso, de acuerdo a mi costumbre, y después 
estoy dispuesto a contestar todas las preguntas que los miembros de la Comisión quieran formular. 


Debo decir que comparezco ante esta Comisión con pesar aunque, obviamente, estoy abierto 
a todo lo que se entienda pertinente preguntar o aclarar. Voy hacer un relato de los hechos con 
respecto a mi persona, lo que recuerdo y lo que pude reconstruir, porque en su momento este asunto 
me tomó por sorpresa y realmente de algunas cosas me acordé rápidamente y otras las fui 
reconstruyendo a medida que pasaba el tiempo. Antes que nada, quiero expresar que estoy 
extremadamente dolido por la derogación de este artículo 76, y lo estoy más por lo que significó desde 
el punto de vista práctico, ya que tiene poco efecto. En realidad, los procesados nunca tuvieron 
condena y estaban libres por la aplicación del Pacto de San José de Costa Rica. Ciertamente, la 
eliminación de antecedentes es el único elemento remanente o práctico, aunque ante la sociedad y los 
ciudadanos de este país esa eliminación no se dará nunca. 


Además, en lo personal, quizás lo sienta más que otros porque desde el Poder Ejecutivo que 
integré, junto con el Presidente Batlle y algunos otros miembros -no todos porque se divide en 
funciones-, hicimos esfuerzos para que las personas involucradas en el fraude bancario del período 
2001-2002 estuvieran presas y pagaran el máximo castigo posible. Difícilmente podría sentirme 
indiferente ante una situación como esta y ni siquiera podría haber pensado que algo de esto fuera a 
ocurrir. De hecho, mi opinión personal es que más del 80% de todas las penurias que pasó el Uruguay 
entero se deben al fraude bancario, y algunos de los imputados eran estas personas. Para tener una 


noción clara, puedo decir que en los años 2001 y 2002 el Uruguay jamás vendió un solo dólar para 
defender su moneda y, sin embargo, se perdieron reservas. El Uruguay tenía crédito fluido y estaba 
capeando el huracán de agosto de 1998 -que es cuando empezaron los problemas- con crédito 
internacional y con una deuda que todavía era del 50% del PBI. Por lo tanto, creo que es muy grande 
la responsabilidad de estas personas con el país y con la sociedad en su conjunto. 


Dicho esto, también quisiera expresar que me siento molesto con el calificativo de 
“negligente” que se utilizó y en el que, por imperio de la pluralidad, me siento incluido. Creo que tanto 
fuera como dentro de esta Casa me conocen -quienes son de mi Partido y quienes no- y quizás 
puedan decir muchas cosas de mí, pero no que actúo con ligereza. En realidad, en la Legislatura 
pasada algunos colegas me tomaban el pelo por mi puntillosidad en términos generales y por mi 
completa lectura de casi todo lo que se podía leer. Sin perjuicio de ello, asumo el hecho con la 
conciencia tranquila de un proceder totalmente diáfano y limpio, pero con el alma dolida, por lo que 
espero que este relato sea de utilidad. 


La Ley N* 18.411 -por la que hoy estamos aquí- tiene su origen en la Ley N* 18.387, que fue 
votada en el Senado de la República unos días antes, en octubre del 2008. Creo que la cercanía de la 
numeración muestra cómo una fue coletazo de la otra, por algunas cosas que inclusive se dijeron en 
Sala. 


En ocasión de la discusión de la primera ley, la No 18.387, expresé en el Plenario, en nombre 
del Partido Colorado, el voto afirmativo en general y de algunos artículos en particular. En realidad, mi 
intervención obedeció a que el señor Sanguinetti, que era miembro de la Comisión de Constitución y 
Legislación que estudió la ley, no estaba en el país. Aclaro que con esto no quiero decir nada. 


Nosotros entendíamos que la ley era necesaria y, aunque a nuestro parecer fue una versión 
desmejorada de la elaborada durante la Administración Batlle -tal como expresamos en Sala-, al 
Partido Colorado le pareció muy importante acompañarla y que los hechos y el tiempo mostraran las 
debilidades y se corrigieran. Como toda ley, esta tampoco iba a ser perfecta -lo teníamos claro-, pero sí 
entendimos que podíamos mejorar algunas cosas de antemano y que era más importante para todos 
que se avanzara pues, en todo caso, las diferencias eran de problemas menores y hasta en cómo 
pensamos que reaccionan los seres humanos ante determinadas situaciones. Reitero que no veíamos 
grandes diferencias en eso. Además, el Partido Colorado entendía esta ley como una continuación de 
otras reformas que se habían iniciado en la segunda Presidencia del doctor Sanguinetti. Fue en ese 
momento que se comenzó a modernizar toda la legislación comercial del país, surgieron algunas leyes 
de leasing, de titularización o securitización, una nueva Ley de Mercado de Valores, es decir, surgió 
todo un conjunto de leyes y, entre ellas, la ley de cambio de los procesos concursales o de quiebra dio 
el puntillazo final. De hecho, esta ley fue presentada durante la Administración del doctor Jorge Batlle 
pero, obviamente, hubo otros asuntos más importantes para atender y como esta ley es un código 
completo, había que estudiarla, hacer cambios y las debidas consultas, el tiempo material no 
alcanzaba. 


El señor Senador Abreu en su informe al Plenario había advertido que la norma precisaba 
ciertos cambios. El Poder Ejecutivo y la Bancada oficialista mostraron cierta premura para aprobar la 
ley, sobre todo porque en los artículos finales se preveía alguna creación de cargos y la interpretación 
que primó durante toda la Legislatura anterior era que a partir del 25 de octubre del año 2008 no se 
podía crear ningún cargo. Nuestra interpretación era diferente porque considerábamos que había 
ciertos temas en los que se podía, en este caso sí se hubiera podido, pero no para cargos en general y 
masivos, sino para estos casos particulares. Esta fue la interpretación que primó y por eso fue un 
trámite tan rápido. De hecho, tanto el señor Senador Abreu como el resto de los integrantes de la 
Comisión, expresaron que la ley necesitaba algunos cambios y que se iban a hacer por leyes 
posteriores porque no eran muy importantes. Es más, la Comisión no modificó el texto que venía de la 
Cámara de Representantes justamente para que el trámite fuera expedito pues, si se lo modificaba, ya 
no llegaba a los plazos constitucionales. Obviamente que esta situación de trámites expeditos no era la 
primera vez que se daba, sino que ya había ocurrido muchas veces en la Legislatura anterior. En otras 
ocasiones recuerdo que advertí sobre la necesidad de hacer alguna corrección en temas donde se 
derogaban delitos o se reducían penas como es el caso de la ley -en lo personal, considero que 
eufemisticamente lleva ese nombre- que se denominó “de humanización del sistema carcelario”. Al 


tiempo se elaboró otra para corregir la anterior -recuerdo haberlo dicho en Sala-, aunque aquí no 
ocurrió lo mismo porque nadie advirtió problemas serios. 


Dada esta historia y como es estilo de esta Casa -lo que me parece bien porque es un 
diferencial que encontramos en Uruguay frente a otros países- cuando se pueden lograr ciertos 
acuerdos políticos, en general, los Legisladores de los distintos Partidos suelen firmar los proyectos de 
ley. En este caso, todos los Partidos habíamos votado en general el proyecto de ley y, de hecho, el 
Partido Colorado votó en contra sólo tres artículos, de alrededor de doscientos que contenía la 
iniciativa. Entonces, cuando surgió la modificación del señor Senador Abreu, seguramente, fue cuando 
él me llamó. En realidad, el señor Senador Abreu no se acordaba de por qué me había llamado, pero 
supongo que ese fue el motivo pues el señor Senador Sanguinetti no estaba y yo fui quien expresó la 
posición del Partido Colorado en el Senado. Fue así que el Senador Abreu me explicó que la ley había 
omitido derogar algunos artículos de la vieja iniciativa de sociedades anónimas del año 1893 y que 
estaban coexistiendo dos regímenes legales penales para el mismo delito. A este respecto recuerdo 
dos cosas. La primera de ellas es que le pregunté en qué consistían las derogaciones y me contestó 
que se trataba de la tipificación de delitos de fraude y simulación de patrimonio o negocios inexistentes 
y que en todos los casos habían sido sustituidos por la nueva ley. A su vez, recuerdo que mi único 
reflejo -por cierto que muy lejos de lo que preguntó el Diputado Lorenzo- se concretó en una consulta 
de derecho, básica, acerca de si con esto no quedaría nadie libre, tema sobre el que luego haré una 
precisión. El señor Senador Abreu me cuenta la génesis de ese proyecto de ley, comunicándome que 
surge a raíz de una conversación suya con el entonces Canciller Gonzalo Fernández a quien, según 
explica, había ido a ver por otros temas. Me dijo que Gonzalo Fernández le había manifestado que la 
ley había caído en desuso y que hacía décadas que no se aplicaba. Esto, realmente, me sonó muy 
convincente, totalmente convincente -por decirlo de alguna manera-, por varios motivos. El primero de 
ellos fue que, efectivamente, es así porque muchas leyes caen en desuso; de hecho, se dejan de usar 
porque el tiempo les pasa por encima. Hay que tener en cuenta que lo que suelen hacer las leyes es 
regular las relaciones contemporáneas entre la gente. Muchas cosas cambian y también lo hacen las 
sociedades y ¡vaya si han cambiado en el siglo XX! 


En segundo lugar -y esto lo recuerdo con claridad- el señor Senador Abreu me dijo que esta 
norma preveía una especie de abuso innominado de funciones en el sector privado y que los jueces 
eran muy reticentes a aplicarla, en especial los jueces penales y, como consecuencia, esta disposición 
no se usaba. Esto me pareció de una lógica implacable y hasta obvia: si para los funcionarios públicos 
el abuso innominado de funciones es una figura peligrosa, que no tiene la precisión necesaria para el 
ámbito penal y que, seguramente, los jueces se cuidan bastante de usar, entonces es evidente que 
esto se tiene que dar mucho más en el sector privado, donde no hay una afectación pública en 
términos generales. 


En tercer término, quiero decir que el señor Senador Abreu me merece toda la confianza y 
esto para mí es clave. En cualquier organización -sobre todo en las grandes-, a la hora de tomar 
decisiones la confianza es un factor fundamental. 


Nadie tiene tiempo como para estudiar todos los temas a la perfección y, por lo tanto, se 
suelen dividir las tareas. En lo personal, quiero decir que, por más que traté siempre de consultar la 
opinión de especialistas y de asesores que tenía en mi despacho, en este caso no sucedió así. De 
todas maneras, llamé a un abogado especialista en estos temas -muy versado en derecho comercial, 
más que en el aspecto penal-, que fue quien me había asesorado cuando estudiaba la iniciativa para 
presentar el informe, pero no se encontraba en el país y no pude hablar con él. 


Entonces, reitero, igualmente me bastaba la palabra del señor Senador Abreu porque todos 
lo conocemos y sabemos que es responsable y estudioso, y esta es la verdad, por lo menos, lo que yo 
vi en este recinto. 


Por otra parte, también recuerdo que recibí la llamada del señor Senador Michelini para 
hablar sobre el mismo tema. El Senador Michelini me habló del artículo 1? y no del otro; en realidad, yo 
no sabía si esta iniciativa tenía uno o dos artículos porque el Senador Abreu me había hablado de ella 
en términos generales. No recuerdo bien, pero a esta altura estoy casi seguro de que el Senador Abreu 
no me habló del cambio de la fecha de entrada en vigencia de la ley. 


En realidad, como dije, el Senador Michelini me habló del artículo 1* y, en realidad, me 
solicitó -algo que solía hacer él o algún otro integrante de la Bancada del Frente Amplio- que, en lo 
posible, concurriera a la sesión porque, ¿qué pasaba? Se trataba de una sesión extraordinaria, citada 
muy rápidamente y en estos casos solía pasar que se necesitara quórum, y yo estaba siempre. De 
hecho, el único representante del Partido Colorado que pudo asistir fui yo, ya que el doctor Sanguinetti 
estaba de licencia por viaje y el ex Senador Amaro no podía concurrir ese día. Reitero que esto 
pasaba, sobre todo, cuando había sesiones extraordinarias y yo, siempre que podía, concurría a ellas. 


Cuando se me habla del artículo 1%, se me dice que hay que aprobarlo de inmediato para que 
los nuevos casos ya estuvieran comprendidos en el nuevo procedimiento legal, que había sido un error 
de la ley anterior en la que se había cometido una omisión y que ya en Comisión se había señalado 
que se debía cambiar la fecha, que por eso no se cambió. 


Básicamente, palabras más, palabras menos, esto fue lo mismo que expresó la señora 
Senadora Percovich al realizar el informe en el Plenario. De hecho, como todos podemos acceder a él, 
no voy a leerlo a fin de no aburrir a los miembros de la Comisión. Reitero, palabras más, palabras 
menos, esta fue la explicación de la señora Senadora Percovich. 


Ante ello y dado que el Partido Colorado había apoyado la ley en general, me pareció 
razonable acompañar la iniciativa, y debo señalar que lo decidí por mí y ante mí. Claramente, no tuve 
posibilidad de hacer consultas con los demás miembros de mi Partido. De hecho, llamé al señor 
Senador Amaro, quien me dijo: “Si vos lo hacés, está bien”, y eso no lo puedo tomar -ni involucrarlo- 
como una consulta. 


Ahora bien, cuando se brinda la información pública en el sentido de que a determinadas 
personas se le borran los antecedentes por esta ley y luego surge toda una serie de datos que me eran 
totalmente desconocidos -creo que jamás hubiera los podido conocer en su momento-, realmente me 
indigna, me molesta y me rebela. Pero también me hago algunas preguntas porque creo que el 
problema de fondo en este procedimiento es que las instituciones republicanas quedan mal paradas e 
ingresan en el desprestigio; me refiero al Poder Legislativo pero también al Ejecutivo. Claramente, si el 
Poder Ejecutivo vio determinado problema, debió haber vetado la ley, y no lo hizo. Además, realmente 
no entiendo por qué -si es verdad que el ex Canciller Gonzalo Fernández cuando era Secretario de la 
Presidencia le había advertido al Ministro de Economía y Finanzas, Danilo Astori, que no se derogaran 
determinados artículos de la Ley N* 2.230, aspecto del que me entero por la prensa-, entonces, cuando 
se vota la urgencia, el señor Senador Astori, que votó la urgencia, no lo advirtió en ese momento. ¿Por 
qué el Poder Ejecutivo  -supongamos que se trató de un olvido-, con más tiempo, no vetó la norma 

“teniendo diez días para hacerlo-, cuando su promulgación estaba firmada por el propio Canciller 
de la República? Creo que tenemos la certeza de que el Partido Colorado habría votado con el señor 
Presidente de la República, como lo hizo otras dos veces, sosteniéndole el veto. 


Tampoco entiendo cómo se compatibilizan estas advertencias -o supuestas advertencias, 
pues a esta altura realmente no sé a quién creer- con lo conversado entre el señor Diputado Lorenzo y 
el ex Canciller Gonzalo Fernández. Si el Canciller hubiera advertido o tenido estas cosas tan claras, no 
entiendo lo que le terminó diciendo al señor Diputado Lorenzo. Realmente, me surgen demasiadas 
dudas. 


Para finalizar quiero expresar -y luego estoy abierto a responder todas las preguntas que me 
deseen formular- que si hubiera advertido que la derogación del artículo 76 o de otros artículos -del 42 
al 44; de hecho, la ley se deroga casi toda, salvo estos cuatro artículos, así como se hace lo propio con 
todas las demás normas de la moratoria, de los concursos civiles; prácticamente se deroga una parte 
enorme del Código de Comercio y del Código Civil- afectaba un caso judicial de notoria gravedad por el 
daño que le causó a la sociedad en su conjunto, el Partido Colorado jamás habría acompañado una 
iniciativa como esta; por el contrario, se habría opuesto con todas sus fuerzas. Personalmente, me 
habría opuesto con todas mis fuerzas. La forma en que se presentó, quién la presentó, el respaldo que 
tenía y la conversación que relaté, a mi juicio, demostraba una lógica y una racionalidad implacables. 
Desde mi punto de vista, contamos con un asesoramiento de primer nivel, más aun considerando las 
personas de las que provenía la información y sus cualidades profesionales, tales como las del señor 
Senador Abreu, quien merece mi plena confianza. 


Una vez más, señalo que la Administración Pública, como en todos los órdenes de la vida, 
tiene algunos aspectos que son inabarcables y, por lo tanto, se divide según las tareas. Si pensamos 
en una cuestión privada, cada uno abarca las cosas que le interesan, pero se sabe que en la 
Administración Pública a veces se delega y se hace confianza. 


Quiero que quede claro que, en realidad, no es que no hubiera votado esta derogación, aun 
habiendo alguna persona presa por este delito, pero lo hubiera hecho en la medida en que fuera algo 
absolutamente menor. Todos sabemos de qué estamos hablando y, en este caso, era claro que no lo 
votaríamos. Ahora bien, muchas figuras penales se terminan derogando y siempre alguien queda libre 
por esa decisión. Con esto no quiero decir que jamás hubiera votado nada que dejara libre a alguien. 
Esto es absolutamente falso, pero, en este caso, es absolutamente cierto lo que yo hubiera hecho, al 
igual que la Bancada del Partido Colorado. Es más, el doctor Julio María Sanguinetti me llamó por 
teléfono e, incluso, declaró que también lo hubiera votado porque no tenía conocimiento de esto, pero 
que, obviamente, si lo hubiera sabido, tampoco lo hubiera votado. 


Es cuanto quería manifestar. Por supuesto, con gusto y disgusto, quedo a las órdenes para 
contestar las preguntas que quieran formular. 


SEÑOR MOREIRA.- El ex señor Senador Alfie ha sido tan claro como siempre. 


SEÑOR ALFIE.- Quiero contar una anécdota que quizás sirva para abonar el estado de ánimo que me 
embarga en lo personal, así como también al ex Presidente Batlle. En ese entonces, éramos bastante 
pocos los que teníamos relación con estos temas, pero puedo asegurarles que hicimos todos los 
esfuerzos para que los actores involucrados tuvieran la máxima pena posible. Es más, en un momento 
nos sentimos solos porque nuestra aliada, que era la Justicia, no tenía la velocidad que debía y terminó 
haciéndolo por un libro que apareció. Si bien nosotros no dirigíamos el equipo, estábamos en la 
dirección de las acciones. Lo sabíamos el ex Presidente Batlle, el ex Presidente y el Vicepresidente del 
Banco Central del Uruguay, quien habla y nadie más; buscamos acciones para tomar urbi et orbi -si se 
puede decir así- a quienes estaban fuera del país y enjuiciarlos. De hecho, ahora se sabe por un libro. 
Nosotros contratamos a un investigador privado que los localizó a fines de agosto del 2004. Ante la 
localización de quien hoy está preso -que fuera extraditado a Estados Unidos, si mal no recuerdo, hace 
uno o dos años- y viendo que no había movimientos por parte de la Justicia, tratamos de hacer todo lo 
posible de nuestra parte. Se habló con el Embajador de los Estados Unidos en nuestro país para ver 
cómo se podían agilizar los trámites y nos respondió que solo la Justicia lo podía hacer y que 
debíamos recurrir a ella. A través de la Embajada se nos facilitó el contacto con el Poder Judicial de 
los Estados Unidos y nuestro Embajador en ese país organizó todas las reuniones. Nosotros 
personalmente hablamos con el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de aquel momento para 
que el Juez o los Jueces encargados de la causa tomaran la diligencia del caso y pusieran el 
acelerador. Por su parte, el Ministerio de Economía y Finanzas hasta costeó los pasajes del Juez y de 
algún miembro de Interpol para que se llenaran correctamente los papeles y no fuera rechazada la 
extradición. Todo esto fue llevado a cabo con el más absoluto sigilo, pero con la intención de apurar las 
cosas, no solo contra ellos, sino, por supuesto, también contra los hermanos Rohm. Nosotros siempre 
sentimos que no tuvimos la diligencia que esperábamos del otro lado y, de hecho, todo quedó medio 
muerto hasta que apareció el libro que, por otra parte, leí y puedo decir que las cosas que decía eran 
bastante precisas, aunque no en un cien por ciento. Fue en ese momento que se desató nuevamente 
el proceso y la Justicia actuó. 


Quería contar esta anécdota porque no sé si es relevante, pero creo que viene al caso para 
demostrar que nosotros hicimos todo lo que pudimos, hasta donde llega, afortunadamente, la 
separación de Poderes. 


Es todo cuanto quería manifestar. 


SEÑORA XAVIER.- Pido disculpas al ex Senador Alfie porque tuve que atender una llamada y no 
pude prestar la debida atención a su intervención. Creí entender que tenía la absoluta convicción de lo 
que estaba votando. Este es un tema que interesa porque aquí se han dicho muchas cosas acerca del 
comportamiento y lo que estamos estudiando es la conducta del Cuerpo durante el transcurso de estas 
votaciones. Si el ex Senador Alfie tenía absoluta convicción de lo que se estaba votando, no me queda 


del todo claro si, a la luz de las consecuencias que jurídicamente tuvo la derogación del artículo 76, 
rectificaría su comportamiento y si, en alguno de los dos momentos legislativos que hubo, sintió algún 
tipo de presión para la votación de alguno de los artículos. 


SEÑOR ALFIE.- Voy a comenzar por la segunda interrogante. Nunca sentí presión para votar esta ley 
ni ninguna otra durante los cinco años en que estuve en esta Casa. Sentí cero presión y siempre 
fueron las convicciones o lo que entendía que estaba bien, lo que motivó mi voto. 


Sí es claro que, de haber sabido esto, no hubiera votado el proyecto de ley. De hecho, 
también expresé que hablé con el Presidente Sanguinetti y me dijo exactamente lo mismo. Conociendo 
el diario del lunes, claramente no lo hubiéramos votado. 


La verdad es que yo sigo teniendo confianza en los actores, no desconfío de ellos, pero, por 
más que piense eso, los hechos son los señalados y hay que asumirlos. Es más, sé que lo que voy a 
decir no queda políticamente correcto, pero no sé quién puede saber, no solo en este Parlamento sino 
en general en el Uruguay entero -salvo casos particulares-, cómo están caratulados los autos en algún 
proceso que se lleva adelante en algún lugar. Esa es la verdad. Algunos seguramente lo sabrán como, 
por ejemplo, los imputados. 


SEÑOR PASQUET.- Y los abogados de los imputados. 


SEÑOR ALFIE.- Sí, también los abogados de los imputados, pero no sé cuántos más pueden llegar a 
saberlo. Esas son las cosas bastante difíciles de saber si no es advertido por alguien; esa es la pura 
verdad. Sé que lo que estoy diciendo no es políticamente correcto, pero nunca me caractericé por 
hacerlo; eso es lo que siento. 


SEÑORA XAVIER.- Gracias, señor Senador, por su respuesta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al ex Senador Alfie la exposición realizada. 
(Se retira de Sala el ex Senador Alfie) 
-La Comisión pasa a cuarto intermedio por el término de 15 minutos. 
(Es la hora 16 y 5 minutos) 
(Se levanta el cuarto intermedio. Es la hora 16 y 21 minutos) 
-Continúa la sesión. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que, en el punto 3 de las preguntas que los Senadores Moreira y 
Gallinal proponen remitir al ex Presidente Vázquez, la redacción no es feliz. Allí se dice: “Por qué razón 
el Poder Ejecutivo del que era titular el Dr. Vázquez, que impidió que la ley 18.387 de 23 de octubre de 
2008, derogara el artículo 76 de la Ley N* 2.230, veintidós días después no hizo uso de la facultad que 
le otorga el artículo 137 de la Constitución de la República respecto al artículo segundo de la ley 18.411 
de 14 de noviembre de 2008, por el que precisamente se derogó el artículo 76 de la ley 2.230.” A mi 
juicio, la mención de los veintidós días no es relevante, porque nosotros conocemos el proceso de dos 
años que transcurre y en el cual la Ley N* 18.387 en su origen, cuando es remitida al Parlamento se 
modifica al derogarse el artículo 76, y aclaro que estamos hablando del año 2006. Ese año los 
hermanos Peirano estaban presos y la caracterización de su expediente era el artículo 76. En el año 
2008 hubo una acusación fiscal por otros dos delitos y los señores Peirano estaban libres. Por esta 
razón, no me parece adecuado mencionar los “veintidós días” en la pregunta para señalar los dos 
momentos diferentes que constituyen las instancias en las dos normas legales que se manejan en 
esto. 


SEÑOR AMORÍN.- Creo que en esta Comisión tenemos que llegar a determinadas conclusiones con 
buena intención. 


Me parece que lo que señala la señora Senadora Xavier es absolutamente atendible, en el 
sentido de que hay quienes pueden pensar que una cosa es lo ocurrido en el año 2006 y otra, lo que 
tuvo lugar en 2008. Creo que si el ex Presidente Vázquez piensa así, eso es lo que va a contestar. 
Francamente, no me parece que se complique demasiado la pregunta porque, de ser así, el ex 
Presidente Vázquez nos podrá contestar que esos veintidós días no tienen sentido por tales y cuales 
razones. Quiero señalar que las preguntas están realizadas con absoluto respeto y creo que no van a 
molestar a nadie. Reitero que, seguramente, en caso de que el ex Presidente Vázquez piense de la 
misma forma que la señora Senadora Xavier, eso es lo que va a contestar. 


SEÑOR MOREIRA.- No creo que pueda inferirse ninguna mala intención ni nada por el estilo, ni que se 
adjudique nada en esto. Es una pregunta objetiva y, a mi juicio, los veintidós días después son una 
referencia temporal. Realmente, no creo que sea una adjudicación de intenciones. 


SEÑOR PASQUET.- Entiendo que el giro de “22 días después” implica, de algún modo, que el haber 
impedido que la Ley N* 18.387 derogara el artículo 76 fue algo que tuvo lugar cuando se promulgó 
dicha norma; eso es lo que sugiere la referida frase. Sin embargo, no fue así. No ocurrió al promulgar 
la Ley N* 18.387, el 23 de octubre de 2008, que el Poder Ejecutivo impidió la derogación del artículo 76 
sino antes, en 2006. 


En consecuencia, realmente, pienso que la referencia a los 22 días no es pertinente y puede 
dar lugar a alguna interpretación equivocada de parte de la prensa o de algún otro actor. 


Por otro lado, retomando el razonamiento del señor Senador Amorín, pero en sentido 
contrario, señalo que si el doctor Vázquez entiende que hay alguna relevancia en esto, lo aclarará en 
su respuesta. 


En definitiva, para realizar la pregunta con precisión absoluta debería eliminarse la referencia 
a los “veintidós días después” pues no es pertinente. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Francamente, creo que no es pertinente porque cuando se impidió que el 
artículo 76 se derogara fue en 2006, esto es, dos años antes. Según nuestro leal saber y entender, 
después dicho artículo no tenía ningún efecto en la causa que estaba en trámite. Por consiguiente, no 
se trata de que ocurrió en veintidós días, sino que se impidió dos años antes. A mi juicio, pueda dar 
lugar a alguna suspicacia, como que hay un cambio de actitud y parecer tan notorio que en veintidós 
días alguien cambie de opinión. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que sería suficiente con quitar la referencia a los veintidós días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los señores Senadores Gallinal y Moreira si están de acuerdo con 
esta propuesta. 


SEÑOR GALLINAL.- De repente el señor Senador Pasquet puede proponer una mejor redacción. 


SEÑOR PASQUET.- Alcanza, solamente, con suprimir “22 días después”. El texto quedaría igual, sin 
esa referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, deberíamos votar si se remiten estas preguntas al doctor 
Vázquez. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Suponiendo que el doctor Vázquez estuviera aquí, cada uno podría hacerle las 
preguntas que quisiera. Eso no quiere decir que los demás miembros convaliden la interrogante ni la 


solicitud de comparecencia. En consecuencia, estas preguntas son formuladas a título personal por los 
señores Senadores Gallinal y Moreira. No tienen ningún otra connotación; creo que eso queda claro. 


SEÑOR AMORÍN.- Es claro que las preguntas las formulan los señores Senadores Moreira y Gallinal, a 
tal punto de que son quienes las firman. No obstante ello, a solicitud de un miembro de la Comisión, 
pueden cambiar el texto de la pregunta. Si no desean modificarlo, votaremos si se envía o no. Si el 
resultado es negativo, no se enviará y no se consultará al doctor Vázquez. Es así de sencillo. 


SEÑOR PASQUET.- A mi juicio, hay dos maneras posibles de hacer esto; una es, por cierto, que cada 
integrante de la Comisión plantee las preguntas que considere pertinentes para que luego se remitan al 
destinatario -ya sea el doctor Vázquez o quien fuere- con ese alcance. Por lo tanto, habría que decir, 
por ejemplo, que el señor Senador Fulano de Tal plantea la siguiente pregunta y a renglón seguido 
agregar que tal otro Senador plantea otra pregunta. De esa manera, se plantearán las interrogantes 
con sus respectivos autores. La otra forma consistiría en que la Comisión, actuando como tal, después 
de recibir todas las propuestas hiciera un planteo institucional, diciendo “La Comisión Investigadora tal 
y cual pregunta al señor Fulano tal cosa”, lo cual me parece más acorde con la magnitud del problema. 
Sería partidario de esto último. 


Personalmente, en mi carácter de denunciante quisiera proponer alguna pregunta y supongo 
que algún otro integrante de la Comisión también tendrá alguna inquietud; tal vez no sea lo mejor decir 
Fulano pregunta eso y Mengano pregunta aquello, con lo que se va a conseguir un añadido de 
preguntas. Me parece que estamos dentro de los plazos de que dispone la Comisión para expedirse, 
por lo que podríamos darnos un tiempo hasta la semana próxima para que cada uno estudie el asunto 
y vea si tiene alguna pregunta para hacer. Luego, la semana próxima nos podremos dirigir al doctor 
Vázquez o a quien sea para plantear todas las preguntas que se consideren pertinentes. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que lo mejor sería votar. 


Estas son mis preguntas, esto es lo que yo quiero preguntar al Doctor Vázquez y ustedes no 
son responsables de nada. Si el señor Senador Pasquet quiere hacer alguna consulta al doctor 
Vázquez, puede hacerlo, pero estas son las preguntas que el señor Senador Moreira y yo le queremos 
plantear. Con ello no estamos cambiando los hechos ni tergiversamos las circunstancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es así, señor Senador, eso está muy claro. 


SEÑOR GALLINAL.- Es más, como reproduzco una parte de las declaraciones del Doctor Gonzalo 
Fernández -que es lo medular, porque estuve buscando, pero no vuelve sobre el tema-, yo mismo dije 
que iba a proponer a la Comisión que se enviara al doctor Vázquez la versión taquigráfica de la sesión, 
a fin de que cuente con todo lo que se dijo. 


Por otro lado, el doctor Vázquez sabe que las preguntas fueron formuladas por los 
Senadores blancos; por supuesto que no las plantearon la señora Senadora Xavier ni los señores 
Senadores Nin Novoa o Saravia, porque no necesitan consultarle nada. Esto tampoco significa señalar 
ni acusar al doctor Vázquez de nada; podría haber traído la idea de citarlo pero desde un primer 
momento dije - y así lo conversamos con el señor Senador Moreira- que por respeto a su investidura 
de ex Presidente de la República, lo que correspondía era hacerle las preguntas por escrito. Eso es lo 
que estamos proponiendo. 


De todas formas, si ustedes creen que lo mejor es que se vote por unanimidad y que se 
elimine la expresión “22 días después”, lo haremos y nos sacamos de encima este problema. No hago 
cuestión de eso porque los “22 días” están especialmente contados y es lo que va desde la fecha de 
promulgación de una ley hasta la otra. Reitero que si piensan que esto puede generar una discusión, 
sobre todo a nivel de prensa... 


SEÑORA XAVIER.- Si, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, eliminemos esa expresión, pero no vengan a corregirme las 
preguntas. No. Que pregunte cada uno lo que tenga que preguntar, que lo traigan por escrito, que 
trabajen y redacten. 


Insisto en que si esto se soluciona sacando la expresión “22 días después”, hagámoslo y 
enviemos las preguntas al doctor Tabaré Vázquez. 


SEÑOR BARÁIBAR.- He estado pensando a qué se puede parecer, dentro del funcionamiento 
parlamentario, la situación que se ha generado y lo más parecido que se me ocurre -dentro de los 
reglamentos y procedimientos análogos- es el trámite que se vota durante la hora previa cuando el 
involucrado hace un pedido, sin que ese trámite signifique para ninguno de los miembros 
comprometerse sobre su contenido. Creo que eso es lo más parecido que he encontrado en el 
Reglamento del Senado y que se puede aplicar en este caso. 


SEÑORA XAVIER.- Sin duda, el procedimiento que corresponde ahora es la votación porque cada 
miembro de la Comisión, per se, no tiene posibilidades de realizar la investigación. Estoy 
absolutamente de acuerdo con que ese es el procedimiento que se aplica en este caso, lo que no es 
óbice para que hagamos algún tipo de sugerencia, siempre que quien propone las preguntas se allane 
a ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá del Reglamento, la ley que regula las Comisiones Investigadoras 
determina claramente que cualquier Senador puede solicitar a la Comisión, a título individual, cualquier 
trámite o citación, que la propia Comisión avalará o no. Pero queda claro que si un Senador plantea 
que alguien venga y la Comisión lo aprueba, porque entiende que hay que escucharlo, no está 
involucrando a toda la Comisión en la situación. Es simplemente una propuesta de un Senador, que la 
Ley de Comisiones Investigadoras habilita a proceder de esa forma. Insisto en que me estoy refiriendo 
a la Ley de Comisiones Investigadoras, más allá de lo que disponga el Reglamento del Senado en 
relación a los pedidos de informes. 


Entonces, creo que en este caso está bien claro que las preguntas son de los representantes 
del Partido Nacional que integran la Comisión. Si ellos están de acuerdo en eliminar la referencia a los 
22 días, la Comisión podrá avalarlo y el Presidente, con una nota dirigida al doctor Tabaré Vázquez, le 
enviará las preguntas que corresponden a los dos Legisladores. Del mismo modo, si más adelante otro 
Senador tiene interés en formular alguna otra pregunta, también la enviaremos. Y, finalmente, le 
remitiremos la versión taquigráfica de la discusión del Senado donde están estos elementos, para que 
el doctor Tabaré Vázquez pueda analizarlos. 


Me parece que esto es lo correcto, porque además estamos trabajando en una buena línea y 
creo que debemos seguir por ese camino. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: quisiera hacer una precisión más, porque me interesa que 
quede claro cuál es el sentido de mi voto. Por mi parte entiendo que, cuando votamos en la hora previa 
-lo decimos una y cien veces y es una práctica absolutamente de recibo-, nadie se está involucrando 
con el contenido de lo dicho. Del mismo modo, en este caso estoy dando el voto para dar trámite a las 
preguntas, pero no me estoy involucrando con su contenido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se envían las preguntas 
eliminando la referencia a los 22 días. 


(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que tenemos que tratar de ser lo más amplios posible en esta materia, 
habida cuenta de que aquel a quien se le envía el interrogatorio puede contestar lo que quiera y hasta 
puede negarse a responder, porque esta Comisión Investigadora no tiene poder vinculante alguno. De 


modo que si el señor Tabaré Vázquez no quiere contestar, no contesta y sanseacabó. Es decir que 
esto queda librado a la buena voluntad o a la estrategia de aquel a quien se le requiere la información. 


SEÑOR PASQUET.- Dado que la Comisión ha resuelto seguir ese curso de acción, me permito 
plantear dos preguntas para realizar al doctor Vázquez: “1”) Si el doctor Gonzalo Fernández le 
comunicó, antes de la promulgación de la Ley N* 18.411, que él, el doctor Gonzalo Fernández, o un 
abogado de su estudio, patrocinaban a uno de los imputados en la causa penal seguida a los 
hermanos Peirano y otros, por los hechos vinculados con el Banco de Montevideo. 2%) En caso de 
haber respondido afirmativamente a la pregunta anterior, diga si existe constancia escrita de esa 
comunicación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería recibir ahora al doctor Diego Cánepa. 
(Ingresa a Sala el doctor Diego Cánepa) 


-Damos la bienvenida al Prosecretario de la Presidencia de la República, Doctor Diego 
Cánepa, para referirse al tema que está a estudio de esta Comisión sobre la ley de concurso y 
derogación que promovió la Ley N* 18.411. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero aclarar que tengo en mi poder la versión taquigráfica de la sesión de la 
Cámara de Representantes en la que se discutió este tema que, seguramente, todos los señores 
Senadores deben tener. Tengo que ser muy sincero, al comienzo no recordaba muy bien lo que había 
sucedido, pero como a nivel público este asunto fue creciendo, he ido recordando y además he 
conversado con varios de los señores Representantes que estuvieron presentes en esa sesión. 
Cuando busqué el registro de los votos, comprobé que había 47 Diputados del Frente Amplio, varios 
del Partido Nacional y algunos del Partido Colorado. 


Quiero aclarar las formas de funcionamiento que me parecen importantes. Cuando me 
citaron accedí con mucho gusto, más allá de que es mi obligación, primero, como ciudadano, segundo, 
como ex miembro de la Casa a la cual creo que es muy importante defender permanentemente en su 
institucionalidad y, tercero, porque no tengo dudas de que con el cargo que ocupo hoy, de todos los 
Diputados que votaron la iniciativa, yo era el más interesante de escuchar. 


Tanto la Bancada de Legisladores del Frente Amplio del período anterior como esta, cuenta 
con 52 Legisladores. El coordinador de la Bancada no tiene el mismo rol que el coordinador del 
Senado, que es uno solo. Éramos tres coordinadores que nos alternábamos, por lo tanto, yo estaba 
con otros dos compañeros que también coordinaban la sesión. Es así que en las reuniones 
interpartidarias que se hacen siempre en la Cámara de Representantes -que es la que conozco- previo 
a cada sesión, el Presidente cita en su despacho a cada uno de los coordinadores o Presidentes -como 
tenía la Bancada del Partido Nacional en el Período pasado- y a cada uno de los sectores con 
representación parlamentaria, excepto el Frente Amplio que va con sus tres coordinadores, para 
discutir el orden del día y la agenda de lo que se va a tratar en las sesiones ordinarias. Aquí está 
presente un Senador que durante mucho tiempo fue Diputado. Cuando llegó este proyecto de ley -que 
venía votado por unanimidad por la Cámara de Senadores, a iniciativa del señor Senador Abreu por el 
Partido Nacional y a su vez refrendado por los señores Senadores pertenecientes a todos los partidos 
políticos con representación parlamentaria del Senado, votado por unanimidad y tratado sucintamente 
con algunos fundamentos- hubo un planteo en la reunión interpartidaria para tratarlo sobre tablas. Voy 
a aclarar este punto porque quizás la versión taquigráfica en algún momento se haga pública. Aclaro, 
aunque los señores Senadores conocen la dinámica parlamentaria, que en muchas oportunidades 
vienen proyectos de ley -más allá de que este tuvo una consecuencia determinada, de una 
envergadura no mayor, de pocos artículos- en los que hay acuerdo para votarlos por unanimidad, por lo 
menos, en la Cámara de Senadores, y en ese caso es común que se trate directamente en la Cámara 
de Representantes. Esto sucedió y consta en la versión taquigráfica -que por suerte la tenemos- que 
este tema pasó por la interpartidaria y que ese día todos los partidos con representación parlamentaria 
resolvieron estar de acuerdo en presentar este proyecto de ley en la Cámara de Representantes. Ahora 
bien, el contexto ya lo conocen y aunque quizás los aburra, se decide modificar el artículo 1%; hablo de 
él porque es el que conozco más y porque fue el centro del debate hasta la intervención del ex 
Diputado Lorenzo. 


Ustedes saben que en ese momento el CASMU estaba atravesando una situación 
extremadamente difícil, al borde de la quiebra, de acuerdo con las circunstancias que se estaban 
discutiendo. Con lo que voy a decir no quiero herir susceptibilidades políticas de los partidos presentes, 
sino que sólo quiero mostrar el contexto político en que se dio todo esto. La dirección del CASMU y del 
Sindicato Médico por primera vez pertenecía a una organización sindical que estaba referenciada en 
los partidos tradicionales, en particular en el Partido Nacional -prueba de ello es que el ex Presidente 
del Sindicato Médico terminó siendo candidato a Diputado de ese partido en la última elección-, y, a la 
vez, existía una importante discusión entre el Partido Nacional, el Partido Colorado y el Frente Amplio 
con respecto al inicio del Sistema Nacional Integrado de Salud. Esta discusión puede seguir hasta hoy, 
pero en este caso la crisis del CASMU y del sistema mutual era utilizada fuertemente como argumento 
para demostrar el fracaso de dicho Sistema, que estaba comenzando a dar sus primeros pasos, a fines 
del año 2008. 


En ese contexto, el Ministerio de Salud Pública junto con el de Economía y Finanzas estaban 
trabajando para encontrar una solución a este problema. Recuerdo también que esta era una solución 
que tenía en cuenta muchos factores porque la problemática era multicausal. Quiero recordar -al 
respecto hablé con algunos de los actores de la época- que uno de los grandes temas que se tenían 
presentes era que no existía personería jurídica separada entre el CASMU y el Sindicato Médico del 
Uruguay, por lo que si el primero entraba en un proceso de quiebra o concordato también lo iba a hacer 
el Sindicato. Esto traería una cantidad de problemas, no sólo jurídicos sino también políticos y 
simbólicos, ya que la caída del CASMU arrastraría a la quiebra a un sindicato tan simbólico como este. 
Esto generó la necesidad del gobierno de la época de separar jurídicamente el CASMU del Sindicato 
Médico. 


En medio de esta discusión para tratar de encontrar una solución -que les recuerdo que 
terminó siendo un fideicomiso con una transferencia de gran cantidad de dinero-, pendía 
permanentemente como una espada de Damocles el hecho de que en el viejo sistema -que todavía 
estaba vigente- cualquier acreedor podía iniciar el pedido de quiebra ante la insatisfacción de los 
créditos, que a esa altura era notoria, dadas las renegociaciones que existían. 


Fue en esas circunstancias que se planteó la necesidad de que la ley entrara en vigencia 
cuanto antes. A su vez, había una doble interpretación: el sector del Herrerismo -que fue el que 
intervino en Sala- entendía que en realidad el adelanto de la entrada en vigencia era una forma de 
presión sobre el CASMU porque podía generar otro tipo de mecanismos para su quiebra y nosotros 
creíamos que era algo positivo. En este contexto, ese era el tema central de debate, de acuerdo a lo 
que consta en las actas y por lo que yo recordaba. Cuando se va a tratar el tema, el Diputado Trobo 
pide la palabra y hace una intervención -ustedes la habrán visto- en la que pide explicaciones sobre si 
esto no va a afectar al Sindicato Médico del Uruguay. Entonces, yo pido la palabra en nombre del 
Frente Amplio -como se hacía normalmente por parte de los coordinadores cuando se da respuesta a 
un debate político parlamentario- y centro mi intervención en recordar que este es un proyecto 
presentado por la unanimidad del Partido Nacional en el Senado -no sé si era correcto, pero esa era la 
información que tenía en ese momento- y que se votó inmediatamente por unanimidad. Después 
cuento lo que les acabo de relatar, que pasó por la interpartidaria, que todos los partidos estaban de 
acuerdo y que estaba referido a hacer entrar en vigencia cuanto antes la ley de concursos, a la que 
alabé porque realmente estábamos convencidos de ello: se votó casi por unanimidad en general y casi 
por todos en particular. Esta norma terminó con la vigencia de más de cien años de muchas normas del 
Código de Comercio y con algunas modificaciones parciales que se dieron en el siglo XX. Con 
posterioridad a mi intervención el señor Diputado Abdala vuelve a insistir en la palabra dada por 
Cánepa de que no se va a utilizar para generar algún problema en el Sindicato Médico. Le sigue una 
nueva intervención del señor Diputado Trobo y otra del señor Diputado Salsamendi, que son quienes 
participan de esta discusión. En la discusión del tratamiento de la ley de concursos -lo digo aquí porque 
lo hablé antes con ellos de manera que no se le escape a nadie- que fue larga y duró un par de años 
en la Cámara de Representantes, en la Bancada de Gobierno -es público y notorio, porque así 
trascendió a la prensa en su momento- teníamos una discusión respecto de un capítulo vinculado a las 
empresas recuperadas y a integrar dentro de la ley de concursos, algunos elementos que dieran 
legitimidad jurídica, e instrumentos de solución jurídica a esas empresas recuperadas, que se hicieron 
mucho más conocidas a partir de la crisis del 2002 ocurrida en Uruguay. Por lo tanto, hubo una 
discusión interna a nivel del Gobierno -que duró un buen tiempo- sobre si era de técnica jurídica 
correcta incluir ese tipo de soluciones en una ley que se refería a la ley de concursos y de 
reorganización empresarial. En realidad, por lo que recuerdo, la ley -lamentablemente la vida que uno 


lleva no permite estar todo el día en el debate parlamentario y nos hace perder el conocimiento de la 
multiplicidad de temas- toma como principio la alerta temprana y la posibilidad de organización 
empresarial para que no sea una única solución en la que las empresas entraban como por un tubo y, 
al mismo tiempo, generaba una solución posterior en la que por primera vez se tomase a la empresa 
como una unidad económica y social. Como todos los señores Senadores saben, si en el viejo régimen 
se llegaba a la quiebra, implicaba que se podía desarmar la unidad económica en tantos pedazos 
como en los distintos remates se pudiera dar, fundamentalmente, por la maquinaria que se perdía. 
Entonces, una vez que se vendía o rompía una parte de esa unidad económica era muy difícil de 
recuperar. El impacto que tenía la pérdida de esa unidad económica -por lo que recuerdo de nuestro 
debate y en lo que era la introducción de la exposición de motivos original- era tal que existía la 
intención de reconocerla como unidad económica y, por lo tanto, en las soluciones que aporta la nueva 
ley se permite la subasta como una unidad económica; antes no se permitía, como tampoco la 
participación de los trabajadores que, renunciando a su crédito, pudieran aparecer como una masa de 
créditos, posibles partícipes de una asociación con un inversor o que por sí mismos puedan tomar esto. 
Hasta aquí, son hechos. Después viene la intervención del Representante Álvaro Lorenzo -que la 
semana anterior no había estado en el Plenario- en donde expone una serie de interrogantes que, 
como bien señaló, me las planteó a mí fuera de Sala. Cuando finalmente el Representante Álvaro 
Lorenzo plantea sus preguntas -no quiero decir que por ese motivo se me citara a mí- quien pidió el 
cuarto intermedio es quien habla en nombre de la Bancada de Gobierno. Aclaro que los 
Representantes de nuestra Bancada de Gobierno -supongo que pasa lo mismo en el Senado- no 
actúan individualmente sino que cuando se hace una solicitud es en acuerdo de la Bancada. Nosotros 
tenemos una forma de funcionamiento -no digo mejor ni peor- que es colectiva y orgánica dentro de la 
Bancada. De hecho, este proyecto de ley pasó por la Bancada del Frente Amplio, por la interpartidaria, 
para poder ingresarlo rápidamente al Plenario y votarlo. De esa manera, cuando el Representante 
Lorenzo planteó en Sala que quería evacuar ciertas dudas, la Bancada de Gobierno fue la que pidió el 
cuarto intermedio. Acá hubo una digresión. El Reglamento de la Cámara de Representantes establece 
que cualquier Representante puede pedir un cuarto intermedio, que se aprobará o no, pero ningún 
Diputado del Partido Nacional, ni del Partido Colorado ni del Partido Independiente lo solicitó sino que, 
reitero, fue el Partido de Gobierno el que lo hizo. Cuando en el día de hoy hablé con el Representante 
Álvaro Lorenzo recordaba que el cuarto intermedio había durado aproximadamente entre 30 y 40 
minutos -aunque exactamente no sé cuánto duró- pero si quien habla cometió el error de pedir un 
cuarto intermedio por cinco minutos es porque es una formalidad que se solicita para efectuar las 
consultas del caso. Como consta en la versión taquigráfica -lo que no recordaba hasta que la leí hace 
unos días- quien no quería que se votara el cuarto intermedio fue el Representante Washington Abdala 
del Partido Colorado, quien interrumpe el pedido de cuarto intermedio. Incluso, hay una intervención 
del Representante Hernández -que era el Presidente en esa oportunidad- para expresar que había una 
moción de orden político que se debía tratar luego de terminar con este tema. Cabe aclarar que con 
esto no quiero inferir que el Representante Abdala no quisiera que se pasara a cuarto intermedio, con 
el deseo de que se votara rápido para ingresar a considerar el otro asunto. Fíjense los señores 
Senadores si sería central el tema, que el representante Abdala quería considerar, que lo más 
importante para la gran parte de la oposición era que se quería acusar de que había una especie de 
maniobra de distracción para no entrar directamente al tema central del día, que era un asunto político 
planteado por el Partido Colorado. Tanto es así que la Mesa tiene que señalar que previamente había 
una moción de orden para votar y se votó. En ese momento, quien habla insistió en solicitar pasar a 
cuarto intermedio -el entonces Diputado Abdala manifestó que no correspondía- porque existía la 
intención de que se generara ese ámbito. En esta instancia el ex Diputado Lorenzo hizo las consultas 
correspondientes y quiero aclararles que yo no hice ninguna consulta ni tuve absolutamente nada que 
ver ya que eran otros los Diputados que estaban en este tema y quiero dejar constancia de esto porque 
ya lo hablé con ellos. Más allá de mis conocimientos jurídicos generales como abogado, generalmente 
quienes trataban los temas penales en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración eran los Diputados Orrico y Salsamendi, integrantes de nuestra Bancada. Como todos 
saben, el Diputado Orrico sigue siendo una persona especialista en estos temas y, además, quien 
habla no ejerce ni ha ejercido su profesión, aunque sí paga la Caja de Profesionales Universitarios 
porque nadie conoce de antemano cuándo se va a cesar en la actividad política. En mi caso, ello 
depende de la voluntad del Presidente y si somos o no Legisladores depende de la gente. Como dije, 
entonces, pago religiosamente a la Caja de Profesionales Universitarios porque lo único que tengo 
seguro es mi título de abogado, pero no ejerzo la profesión, en parte -en esto quiero ser claro también- 
porque no tengo tiempo, porque he estado muy consustanciado con las tareas que he llevado adelante. 


Con respecto a estos cambios lo que dije fue lo que sucedió. Luego ingresa el ex Diputado 
Lorenzo y dice lo que dice, es decir, que realizó consultas, que se encontraba satisfecho al respecto y 
votó el proyecto que, en definitiva, resultó aprobado por unanimidad. 


Estos son los hechos que recuerdo y estoy abierto a contestar todas las preguntas que 
puedan surgir. Todo lo que dije consta en la versión taquigráfica; he dado la explicación sobre el 
contexto político, sobre cómo se planteó esto y cuál fue su trámite por todo el Parlamento. Creo en que 
la Cámara de Diputados, como en decenas de otras leyes que se votaron, hubo un estudio previo y, en 
cuanto a si había un trabajo de aceptación, debo decir que las iniciativas se votaban si venían 
aprobadas por unanimidad y había un acuerdo global a ese respecto. El centro del debate en la sesión 
fue dado en torno a si esta era una discusión más política y cómo influiría esto en la situación del 
CASMU. 


Esto es cuanto quiero manifestar. Repito que estoy abierto a las preguntas que quieran hacer 
los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que el señor Diego Cánepa me aclarara un punto al que se refirió 
en el transcurso de su exposición. 


Aquí mencionó cómo es el funcionamiento de la coordinación en la Bancada de Diputados. 
Cuando la Bancada se reunió previamente al tratamiento del proyecto de ley de derogación del artículo 
76 -que es el que generó esta discusión- para proponer que se lo tratara con carácter de urgente, 
¿realizó alguna consulta sobre las derogaciones? ¿O alguno de los Diputados que tienen 
conocimientos jurídicos, como es el caso de Orrico, mencionó en algún momento, en la Bancada, que 
era correcta la derogación y que había que tratar la iniciativa en forma urgente? 


SEÑOR CÁNEPA..- En primer lugar, voy a hablar de lo que recuerdo porque aquí hay un tema relativo 
a cómo funciona esto. Se reunieron varios coordinadores por el tema del CASMU porque la 
importancia estaba centrada en encontrar los instrumentos que permitiesen solucionar ese problema. 


En cuanto a la derogación de los artículos 76 y del 42 al 44, quiero decir que los argumentos 
que había sobre la mesa eran los que se habían dado en el Senado por parte del miembro informante 
en el sentido de que se trataba de un tema de armonización legislativa debido a que había una 
duplicación de lo que se había votado en la ley de concursos. 


Quiero hacer una aclaración de paso, aunque quizás sea redundante pero creo que es la 
oportunidad para ayudar. 


La ley se votó después de dos años y su discusión estaba centrada en otro aspecto. Se 
discutieron algunos temas formales jurídicos pero hubo un debate político, incluso, en la interna del 
Gobierno. Tuvieron participación -el Diputado Lorenzo lo reconoce- Diputados de la oposición, como 
fue el caso de los Diputados Lorenzo y Borsari, quienes intervinieron activamente. Fue un debate que 
no estaba teñido de un tono político; estábamos de acuerdo y había un consenso en el sistema político 
en cuanto a que era importante esta ley que modernizaba una cantidad de instrumentos que iban hacia 
adelante. 


Del Gobierno, nuestro Gobierno, el Ministerio de Economía y Finanzas tenía la intención de 
que este proyecto fuera aprobado lo más rápido posible porque daba una señal muy fuerte al ambiente 
de inversiones del país y porque mejoraba uno de los elementos por el que se nos criticaba más 
fuertemente a nivel internacional, pues cuando Uruguay seguía subiendo en su evolución como país 
amigable -teniendo en cuenta todo el criterio de inversiones, por la seguridad jurídica que ya tenía, que 
era un patrimonio nacional y de todo el país-, había leyes que, por la falta de modernidad y por no estar 
de acuerdo con los elementos más modernos, podían complejizar todo el circuito económico de 
movilidad. Así como hay una gran preocupación acerca de cómo nacen las empresas -y por eso se 
busca hacerlas nacer cada vez con menos y más simples trámites burocráticos, con muchas 
seguridades pero con mayor agilidad-, hay que tener en cuenta que estas tienen su vida, sus controles 
-que, básicamente, están avalados por la Ley N* 16.060 que ya está cumpliendo 21 años de existencia 


y que generó un mecanismo de regulación muy interesante en el Uruguay- y su muerte -por decirlo de 
alguna manera-, pues la salida de las empresas del circuito económico se realizaba en base a 
legislaciones en algunos aspectos muy vetustas, que era importante mejorar. 


¿Por qué aparecían los 180 días en el proyecto original? Porque se entendía que se iba a 
dar un plazo para poder adecuar este tema. Cuando el asunto pasó al Senado -esto es lo que yo 
recuerdo, aunque quizás pueda estar equivocado porque no lo corroboré-, la iniciativa se votó tal como 
venía de la Cámara de Diputados porque existía la voluntad del Poder Ejecutivo de la época de querer 
sacar rápido esa norma. Por lo tanto, no se ingresó a la discusión particular del tema, sino que 
conceptualmente se votó por unanimidad en el Senado. No ocurrió lo mismo que en la Cámara de 
Diputados, donde se aprueba por unanimidad y dos o tres artículos no se votan. Justamente, no se 
votan algunos artículos referidos a la solución relativa a las empresas recuperadas. Inclusive, no fueron 
todos los Diputados los que votaron en contra, sino algunos -dos o tres- del Partido Nacional. 


Entonces, como la norma no se modificó en el Senado, cuando se necesitaba el instrumento 
de hacerlo más rápido, ¿por qué no se había cambiado hacía dos meses? Porque el proyecto venía 
siendo discutido durante dos años, en el Senado había un acuerdo político muy amplio y el Gobierno 
de la época quería que se aprobara porque era un instrumento que se necesitaba fuertemente ya que 
generaba, reitero, condiciones mucho más favorables al país en cuanto a la imagen y a la calificación 
internacional vinculada con las inversiones. 


Con respecto a lo que me pregunta el señor Presidente, puedo decir que, efectivamente, 
esos eran los argumentos que dieron los Diputados Salsamendi y Orrico. Personalmente, no hice un 
estudio particular del tema y aclaro que voté muchas leyes -estoy hablando en mi nombre; no sé el 
caso de los demás Diputados pero, como no puedo hablar en nombre de todos, me refiero a mi propio 
caso- sin haberlas estudiado en profundidad, haciendo confianza en los compañeros que sí las 
analizaron y en los Senadores que, siendo Gobierno, las aprobaron. Hemos votado muchas leyes en 
la Cámara de Diputados -muchas de ellas de gran importancia- haciendo confianza -en el buen 
sentido de la palabra- política en los compañeros que la habían aprobado y teniendo en cuenta la 
necesidad del Gobierno de pronunciarnos en determinado plazo. Todos los que estamos aquí 
presentes -no sé si hay alguien del Partido Independiente- hemos sido Gobierno y Parlamentarios de 
esos Gobiernos. Por lo tanto, sabemos que cuando en un momento determinado el Poder Ejecutivo 
necesita de determinados instrumentos, hay que dejar pasar un tiempo prudencial para que se 
aprueben. Quiere decir que si usted me pregunta a nivel personal, eso es lo que pasó. Ahora bien, los 
coordinadores coordinan -valga la redundancia- entre sí y no con todos los 52 Diputados, porque cada 
sector del Frente tiene un coordinador. Precisamente, los coordinadores generales coordinan con los 
de los sectores. Por lo tanto, todos los coordinadores de los sectores estaban informados. Si se me 
pregunta si cada uno de los 52 Diputados estaba informado de todos los proyectos, no lo sé. De esto y 
de la Interpartidaria no tengo ninguna duda, porque si hubiese dependido solo de mi memoria quizás 
me hubiese equivocado, pero como el tema consta en la versión taquigráfica, eso es lo que puedo 
responder. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero saber si, una vez que se produce la consulta que habría formulado el 
Diputado Lorenzo y que conocemos por los medios de comunicación, la respuesta a esa pregunta que 
se habría formulado al doctor Gonzalo Fernández se socializó en el conocimiento de los miembros de 
las Bancadas. 


Por otro lado, con relación al artículo 76 y teniendo en cuenta que usted es un abogado, le 
consulto si le resulta natural la lógica con la que, aparentemente, se habría respondido. Formulo esta 
pregunta sabiendo que el señor Lorenzo concurre después que usted, pero es por todos conocido que 
este habría sido el procedimiento que, precisamente, da tranquilidad al doctor Lorenzo. 


SEÑOR CÁNEPA.- Voy a decir algo sobre lo que después van a hacer bromas. Ser abogado no 
garantiza saber mucho de Derecho. Quiero dejar esto bien claro aunque pueda generar un problema 
para quien habla. Ser abogado es haber pasado por la Facultad de Derecho, en la Universidad de la 
República, y haberse recibido, mientras que saber de Derecho -y, en particular, de toda la gama- y ser 
especialista, es un camino un poco más arduo. Hago esta aclaración porque, en lo personal considero, 
que ser abogado no me da patente de experto en cada área del Derecho que se discuta en el 


Parlamento Nacional; apenas puedo tener algunos criterios jurídicos un poco más sólidos que quien no 
es abogado, que me ayuden a comprender en muchos casos. Es más, permanentemente he tenido 
que ser asesorado en distintas materias. 


Debo señalar que en mi Bancada no era yo quien llevaba la delantera, en materia penal, en 
estos temas ni quien los discutía. 


En su momento le dijimos al ex Diputado Álvaro Lorenzo que llamara al señor Senador Abreu 
que era quien había presentado el proyecto de ley. Si bien no quiero citar nombres para no entrar en 
eso de “Yo no fui, lo dijo Bernini”, en la versión taquigráfica consta que fue un proyecto de ley 
elaborado por el señor Senador Abreu. El ex Diputado lo llamó y el Senador se comunicó con el Doctor 
Gonzalo Fernández, lo cual es público y notorio; esto es lo que yo supe en ese momento. Además, 
quiero agregar que no estaba presente en Sala sino en la Bancada, caminando y hablando con dos o 
tres Diputados. Fue así que esperamos el tiempo necesario para que el ex Diputado Lorenzo lo 
planteara y se quitara la duda porque considerábamos que era legítima y porque nos parecía que 
debía hacerlo, por más que los Diputados -en particular, el señor Orrico- estaban de acuerdo con que, 
debido a lo que se había discutido en el Senado, no se trataba nada más que de armonizar una 
situación jurídica previa. Incluso, voy a ser sincero -no tengo problema en reconocerlo-: los artículos 
42 y 44 se relacionan con lo civil, mientras que el artículo 76 es el único que está penalmente 
vinculado. 


Las razones por las cuales el ex Diputado Lorenzo modifica su posición constan en la versión 
taquigráfica; no nombra al señor Gonzalo Fernández, esto es posterior, pero insisto en que los motivos 
por los cuales termina aceptando figuran en su intervención final. Cuando ingresamos a Sala -estoy 
casi inventando porque no recuerdo cómo ocurrió- creo que le preguntamos si había acuerdo y si no 
había algún problema y nos respondió que no lo había; entonces, se votó y se siguió normalmente con 
la sesión. 


Personalmente, pienso que es muy discutible jurídicamente. En esta Comisión hay abogados 
como los señores Senadores Pasquet y Amorín Batlle, al que no quiero nombrar porque no ha ejercido 
tanto la profesión aunque sé que piensa igual que yo. Él es un excelente abogado -no como yo que 
digo que el pasar por la Facultad no nos da patente de saber Derecho- y además estuvo vinculado a un 
estudio muy importante. Cuando en materia penal hay discusiones es muy claro que hay más de una 
biblioteca, no de manera forzada porque todos sabemos que los abogados podemos ser capaces de 
encontrar dos bibliotecas donde no las hay. Yo no soy un experto, nunca ejercí el Derecho Penal, no es 
materia de mi vocación y eso lo sabe todo el mundo, pero creo que si había alguna duda, no fue 
planteada en Sala luego de la consulta que se hizo por parte del Diputado del Partido Nacional. Esto se 
votó y fue lo que sucedió. 


Personalmente, agradezco que me citaran, me parecía que era importante, pero imaginen si, 
en este clima, decía que no correspondía que viniera porque eran otros los Diputados que estaban. 
Pienso que es fundamental explicar la razón, los fundamentos y el trámite que tuvo este tema. Por 
suerte le di al señor Senador Baráibar la versión taquigráfica que está en la página web del 
Parlamento y que cualquiera de los señores Senadores puede ver. 


Sé que lo que voy a decir a continuación es muy formal pero es lo que siento: quienes hemos 
sido parte de esta Casa -no importa el lugar donde nos encontremos- vamos a estar a disposición de lo 
que representa la voluntad popular, que nos parece muy importante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Agradezco al doctor Cánepa el relato que hizo y quiero realizar una pregunta bien 
concreta y es si cuando el entonces Diputado Lorenzo planteó su duda y alertó sobre la posibilidad de 
estar cometiendo un zafarrancho jurídico, usted conectó esa preocupación que él tenía con el caso 
Peirano. 


SEÑOR CÁNEPA.- ¿Yo personalmente? 


SEÑOR PASQUET.- Sí, es decir si usted entendió que la referencia que él estaba haciendo tenía que 
ver con ese caso. Hago la pregunta porque el señor Cánepa utiliza una forma curiosa de plantear el 
asunto señalando que no quiere decir nada que conmueva sensibilidades -o una expresión por el estilo 
que me resultó llamativa- y después quedó claro que se estaba refiriendo al caso Peirano. ¿Usted 
advirtió que se estaba refiriendo al caso Peirano cuando él hizo esa salvedad y alertó sobre la 
posibilidad de estar cometiendo un zafarrancho jurídico? 


SEÑOR CÁNEPA.- Voy a ser lo más fiel a mi recuerdo y tratar de no ir más allá de eso. En primer 
lugar, quiero señalar que el Diputado Lorenzo fue muy elíptico. Con respecto a la expresión 
“Zafarrancho jurídico” el señor Senador sabe que son formas de hablar típicas del debate 
parlamentario; todos nosotros permanentemente usamos calificaciones y adjetivaciones en las 
intervenciones que realizamos y esto ocurre mucho más en la Cámara de Representantes que en la 
Cámara de Senadores. Esta Cámara tienen la virtud de estar compuesta por menos miembros y hay 
un clima diferente. Los que fueron Diputados saben que generalmente las intervenciones, por 
realizarse en un ámbito mucho más grande, se hacen en un tono distinto para que, por lo menos lo 
escuchen a uno. Ustedes saben lo dificultoso que es que lo escuchen cuando uno es Diputado. A todos 
los Senadores se los escucha, pero en la Cámara de Diputados siempre hay que decir algo que llame 
la atención para que el resto de los miembros puedan prestar atención a lo que se está diciendo. 
Cualquiera de los que han sido Diputados -muchos de ustedes tienen muchas Legislaturas- sabe que 
eso es así. 


Para hablar claro quiero decir lo siguiente. A insistencia del ex Diputado Lorenzo se pidió un 
cuarto intermedio. Personalmente, lo consulté con los compañeros y no fue una decisión mía. 
Nosotros tenemos un enorme respeto intelectual y personal por el ex Diputado Lorenzo. Quiero decir 
que lo conozco desde antes de asumir como Legisladores -si bien no coincidimos en los momentos de 
militancia- y, reitero, le tengo un enorme respeto personal e intelectual, como también lo tengo por 
todos los que están aquí en este momento. Volviendo al tema, cuando salimos de Sala varios 
Legisladores podían tener la duda de si esto estaba referido a la situación del caso Peirano. En ese 
momento estaban en libertad y no se entendía muy bien cuál podía ser la consecuencia directa del 
hecho. A título personal, no advertí una relación causal directa; creo que sí había un tema relacionado 
con eso pero más que nada en el sentido de no generar algún problema jurídico. Ahora bien, en lo que 
decía el ex Diputado Lorenzo no había un tono de acusación o de cosa ulterior y por lo tanto se realizó 
el cuarto intermedio para esa consulta que era más que nada jurídica. Eso fue exactamente lo que 
pasó. Personalmente no quiero decir que me di cuenta de todo porque realmente no fue así. 
Sinceramente debo decir que, como uno de los coordinadores, estaba mucho más preocupado por el 
tema del CASMU y por el otro asunto. Ese era el contexto político y yo estaba más concentrado en 
cómo íbamos a contestar el asunto político que iba a plantear el Partido Colorado. Como sabe el señor 
Senador Pasquet, cuando uno está en medio del fragor de la sesión, generalmente está más 
concentrado en lo que en ese momento cree que son los temas más importantes. 


Esto es lo que le puedo decir. 


SEÑOR PASQUET.- Procuré ser concreto en la pregunta y no sé si lo logré. De la respuesta del señor 
Cánepa infiero que usted entendió que la preocupación del Diputado Lorenzo se refería al caso 
Peirano. Si bien esta preocupación podía ser o no de recibo y que lo que se votara podía tener o no 
incidencia, estaba conectado con eso y no era, digamos, una preocupación teórica acerca de la 
vigencia del principio de retroactividad de la ley penal más benigna; por el contrario, era una inquietud 
concreta referida a ese asunto. 


SEÑOR CÁNEPA..- El señor Senador Pasquet se refiere a lo que hice a título personal, pero vuelvo a 
insistir que cuando pedí el cuarto intermedio lo hice en nombre de toda la Bancada. Como dije, cuando 
salí de Sala me ocupé de otros temas que iban a ser discutidos más adelante. No tengo ninguna duda 
que se pidió el cuarto intermedio porque el ex Diputado Lorenzo insistió en el tema e hizo algunas 
alusiones que podían dar a pensar que, aparte de que podían haber casos hipotéticos vinculados, 
había uno que podía estar relacionado con el caso Peirano y si se podía generar un cambio o no en la 
situación. Esto fue planteado fuera del Sala y no directamente con quien habla. En realidad, fue 
planteado como duda general y estaban en ese momento varios diputados; no recuerdo exactamente 
todos los nombres pero estaban los coordinadores, el Diputado Orrico y el Diputado Salsamendi, que 
formaba parte de la Comisión, entre otros, quienes entendieron -cuando salimos- que eso era parte de 


la duda. Pero el Diputado Lorenzo fue el que se encargó de sacarse personalmente la duda porque, 
por lo menos hasta donde se estaba en conocimiento, esto no afectaba porque el tema estaba previsto 
en la ley de concurso. 


A título personal, no estuve inmiscuido en el tema, pero reconozco que el cuarto intermedio 
fue solicitado porque había insistencia en este planteo. Evidentemente, no había una intención ulterior 
y cuando digo jurídico me refiero a que no era un tema en el que se acusara algo, simplemente se 
tenía la duda de si no se estaría contribuyendo a crear algún problema y eso fue lo que se consultó y 
derivó en el planteo que realizó el señor Diputado Lorenzo de la forma en que lo hace. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas, agradecemos al señor Prosecretario de la 
Presidencia de la República por haber comparecido ante la Comisión 


(Se retira de Sala el Prosecretario de la Presidencia de la República, señor Diego Cánepa) 
(Ingresa a Sala el ex Diputado Álvaro Lorenzo) 


-La Comisión Investigadora tiene el gusto de recibir al ex Diputado Álvaro Lorenzo. Tal vez el 
señor Lorenzo desee comenzar con una exposición para introducir el tema y luego, de ser necesario, 
los señores Senadores miembros de la Comisión podremos realizar las preguntas del caso. 


SEÑOR LORENZO.- Es un gusto para mí estar en este ámbito y poder contribuir a aclarar lo que sea 
pertinente. 


La intervención que hice en la Cámara de Representantes durante la sesión en la que esta 
ley fue aprobada consta en actas y es clara. Por lo tanto, me parece que lo mejor sería dar lugar a las 
preguntas para conocer cuáles son las inquietudes, más allá de que puedo relatar, a modo de 
introducción, cómo fueron los intercambios que mantuve en esa sesión fuera de lo que consta en la 
versión taquigráfica, que me parece que es lo relevante. 


La sesión discurría -como consta en actas- alrededor del artículo 1%, con un apuro por su 
tratamiento. Había sido planteada su discusión sin que previamente fuera analizado por la Comisión, 
contando con el hecho de que el proyecto de ley había sido votado por unanimidad en el Senado. Se 
dio un intercambio a propósito del sentido del artículo 1%, es decir, el adelantamiento de la vigencia de 
la Ley de Concursos que habíamos aprobado un tiempo antes, que en un principio era de 180 días y 
pasaba a 10 días. Hubo un intercambio de opiniones y, una vez agotado el mismo, hice mi exposición, 
ya que no me preocupaba el artículo 1%, sino el 29. Quiero aclarar -tal como he dicho en varios ámbitos- 
que mi intervención surgía a partir de una preocupación abstracta; no fue una inquietud planteada 
porque tuviera en mi cabeza el caso de los hermanos Peirano, más allá de que sabía que en Derecho 
Penal -no ejerzo la profesión pero tengo mis fundamentos jurídicos bien establecidos-, cuando uno 
deroga un delito puede afectar causas en curso o, eventualmente, algunas que ya estuvieran resueltas 
como, por ejemplo, el cumplimiento de penas. Mi exposición generó inquietud en la Cámara de 
Representantes y a muchos les vino a la cabeza -a mí también, luego de haber hablado- el caso que 
genera la alarma pública. En función de eso se accedió a un cuarto intermedio. A este respecto, quiero 
dar mi interpretación sobre este hecho. La intención que pudo haberse dado en esa sesión para no 
acceder al cuarto intermedio no tenía que ver con el planteamiento hecho sobre el artículo 2%, sino con 
el apuro por aprobar el artículo 1%. Finalmente, como dije, se accedió a pasar a cuarto intermedio. En 
tanto, como había sido indicado el señor Senador Abreu como autor del proyecto de ley -aunque tenía 
la firma de otros señores Senadores-, lo llamé por teléfono y como no me contestó le dejé un mensaje. 
Durante el cuarto intermedio me devolvió el llamado y le planteé que tenía una inquietud que en un 
principio había sido general pero que luego había devenido en una muy particular, respecto del caso de 
los hermanos Peirano. Brevemente, me respondió: “La verdad es que esta es una idea de Gonzalo 
Fernández. Voy a llamar a Gonzalo para que él te llame a ti y te explique”. Así de concreto. Esa fue la 
conversación. Cortamos y pasados unos minutos, aun en el marco del cuarto intermedio -cuando 
estaban actuando los Diputados Cánepa y Bemini, colaborando para tratar de avanzar en el tema en 
su rol de coordinadores, repito, en función de lo que establecía el artículo 1% del proyecto de ley y no el 
2*-, recibo una llamada del doctor Gonzalo Fernández. Quiero destacar que recuerdo muy bien esa 


conversación porque no fue larga y, además, porque tengo mucha memoria. Al comienzo el doctor 
Gonzalo Fernández me trataba de usted, ante lo cual le dije que no lo hiciera más, que me tuteara, 
puesto que teníamos un amigo en común. Se trata de un alto funcionario de carrera del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, el doctor Carlos Mata. A partir de ahí comenzamos a tutearnos. Le planteé cuál 
era mi inquietud que, obviamente, no le costó entender. Me manifestó, claramente, dos cosas que 
quiero resaltar porque han surgido algunas versiones indicando que se trató de una larga explicación y 
no fue así. En primer lugar me señaló que no había ningún caso, en las últimas decenas de años -esa 
fue su expresión- que hubiera sido juzgado en aplicación del artículo 76 de la Ley N* 2.230. Incluso, me 
dijo que no tenía la certeza de que, eventualmente, en algún Juzgado -por ejemplo en el de Mercedes- 
hubiera algún caso que pudiera terminar en la aplicación penal de ese artículo. Obviamente, serían 
casos de tipo concursal. Como a esa altura -no sé si porque se lo había trasmitido el señor Senador 
Abreu- él ya sabía que estaba esa inquietud respecto del caso de los Peirano, afirmó que no era esta la 
norma en juego en dicha causa. En función de ello -lo digo por el respeto intelectual que tengo por el 
doctor Gonzalo Fernández y porque me pareció una opinión fundamentada-, levanté la objeción que 
había planteado y así lo comuniqué, no recuerdo si a Bernini o a Cánepa, por lo que entramos a Sala y 
votamos todos. Si en la versión taquigráfica constara, como a veces sucede, que se hubiera votado, 
por ejemplo, 60 en 62, habrá sido porque había dos Legisladores que estaban conversando y no 
levantaron la mano porque, en realidad, ninguno manifestó su oposición. Lo cierto es que la ley se 
aprobó y esto es cuanto tenía para manifestar. 


De todas formas, quisiera dejar una constancia muy particular y es que quien me llamó fue el 
doctor Gonzalo Fernández a instancia de terceros; yo no lo llamé. Digo esto porque he tenido 
oportunidad de conversar con ex compañeros de la Cámara de Representantes, pertenecientes al 
Frente Amplio, y les he recordado que no me gustaba que hubiera versiones de prensa que afirmaran 
que habíamos conversado o que yo lo había llamado. Lo cierto es que yo recibí la llamada que fue 
motivada por intervención del señor Senador Abreu, según tengo entendido, aunque tal vez haya 
surgido algún elemento adicional. Tuvimos ese intercambio y no sé si es un elemento apropiado o 
necesario, pero pongo a disposición de la Comisión el registro de mis llamadas telefónicas -si es que 
existe-, las que hice al señor Senador Abreu, las que él me hizo y las que luego me hizo el doctor 
Fernández. El número de mi celular de ANCEL es 099602006 y firmaré lo que sea necesario para que 
puedan constatar lo que deseen, si lo consideran relevante. Creo que lo más importante es el tema de 
fondo, más allá de que no es menor saber quién llamó a quién. 


Estoy a las órdenes para que me pregunten lo que consideren pertinente. 


SEÑOR GALLINAL.- No sé si el doctor Lorenzo tuvo oportunidad de leer la exposición que el doctor 
Gonzalo Fernández, en su calidad de Senador suplente, realizó en agosto de este año, porque él habla 
de este tema y en lo que refiere a su conversación señala lo siguiente: “Quiero resaltar que no tuve 
ninguna injerencia en la redacción de ese proyecto de ley” -se refiere al que deroga el artículo 76- *ni 
me enteré de su evolución; el único contacto que tuve con él fue cuando, a pedido del señor Senador 
Abreu, me llamó -o lo llamé, no recuerdo bien- el señor Diputado Lorenzo, a quien no conocía, pese a 
que es un colega abogado. El Diputado Lorenzo me planteó la inquietud de si la derogación proyectada 
podía o no afectar alguna causa en trámite; aclaro que el planteo fue telefónico y de la misma manera 
le comuniqué mi primera impresión al respecto, mi opinión espontánea: “creo que no, porque se ha 


formulado una demanda acusatoria que imputa el delito de insolvencia societaria fraudulenta”. 


Aquí es donde me surge la pregunta que quiero formular al doctor Lorenzo, porque da la 
impresión de que él, como Diputado, plantea una inquietud al doctor Fernández en términos genéricos. 
Parece que se preguntara si la derogación de este artículo no podría, eventualmente -como él lo dice-, 
generar un zafarrancho jurídico y la respuesta es específica: “creo que no, porque se ha formulado una 
demanda acusatoria que imputa el delito de insolvencia societaria fraudulenta”; no se hacía referencia 
al caso Peirano. 


Finalmente, dice lo siguiente: “Como saben todos los señores Senadores -y mucho más 
quienes son abogados- el auto de procesamiento es apenas la resolución de apertura del juicio penal, 
es esencialmente reformable -incluso, de oficio- y no causa estado, mientras que la imputación 
definitiva la fija la demanda acusatoria”. 


Estos son los términos que relata el doctor Gonzalo Fernández sobre la conversación que 
mantuvo con el doctor Lorenzo; por eso se los quería poner de manifiesto. Y además quisiera saber si 
efectivamente se dio en esos términos de pregunta genérica y respuesta específica. Esto es algo que 
me sorprendió en Sala y evidentemente también, cuando tengamos oportunidad de conversar con el 
doctor Gonzalo Fernández, se lo vamos a preguntar. 


SEÑOR LORENZO.- Repito: por lo que él no recuerda, en lo que manifestaba ahí, me llamó él a mí. Y 
la conversación versó sobre ambos aspectos: el aspecto general y el aspecto particular. Este, repito, no 
había sido el sentido originario de mi planteo, pero después, en Sala, a todos los Legisladores que 
estaban, ese tema les vino a la cabeza. Recuerdo, muy en particular, a algunos Legisladores del Frente 
Amplio, que enseguida dijeron: “¿No estaremos afectando esta situación particular?”. Y se refirió a los 
dos temas. Yo tuve ocasión, incluso, de coincidir en un programa periodístico donde el doctor Gonzalo 
Fernández explicó por qué él veía que en aquella ocasión la respuesta que dio fue apropiada. Me 
refiero a que si bien el proceso estaba siendo llevado adelante por el artículo 76 de la Ley N* 2.230, la 
acusación fiscal que inicia la etapa de plenario era por insolvencia societaria fraudulenta y asociación 
para delinquir. Yo lo escuché, lo entiendo, entiendo que pueda haber sido el trayecto lógico que haya 
hecho él para darme la respuesta que me dio, pero a mí no me dijo eso. Ahora bien, yo no le hice una 
consulta genérica y él me contestó específicamente; hablamos de las dos cosas. Cuando hablamos, 
estaban las dos cosas arriba de la mesa. O sea que no es que a partir de algo general, él me respondió 
algo particular. Hablamos de las dos cosas y él me evacuó la duda. Claro, lo genérico de que esa ley 
hacía decenas de años que no se aplicaba, aplicaba también a lo particular, que también lo 
consideramos y lo referimos en la conversación. 


SEÑOR AMORÍN.- Realmente ha sido muy clara la exposición del doctor Lorenzo, pero quisiera 
plantear una pregunta. Concretamente, quisiera saber si cuando el doctor Gonzalo Fernández lo llamó 
y hablaron primero del tema general y después de lo particular, él hizo esa precisión de que el 
procesamiento había sido por un artículo que era el que se derogaba ahora y que la acusación fiscal 
era otra cosa totalmente distinta, por lo que usted podía votar tranquilo, en la medida en que lo que 
importaba era la acusación fiscal y no el auto de procesamiento. 


SEÑOR LORENZO.- Fue una manifestación más simple: que no era ese el artículo que estaba en 
juego en el proceso de los hermanos Peirano. Ese puede haber sido el fundamento por el que me dijo 
eso, pero no fue parte de la conversación. Fue una conversación corta, clara, muy concreta sobre los 
temas que estaban siendo objeto de tratamiento en ese cuarto intermedio y cordial, y yo me di por 
satisfecho. Además, se podrá opinar en un sentido o en otro, pero me pareció que lo que manifestaba 
alguien que tiene una versación jurídica como la del doctor Fernández era apropiado. Quiero aclarar 
que, más allá de que tengo los fundamentos jurídicos de todas las disciplinas del Derecho bien firmes, 
no practico la profesión de abogado hace muchos años -me he dedicado a otra actividad más 
vinculada a la gestión empresarial- y estaba ante alguien a quien respeto desde el punto de vista 
intelectual y personal, por lo cual me di por satisfecho con la respuesta. 


SEÑORA XAVIER.- Más allá de que usted ha hecho referencia a que respeta la opinión del doctor 
Fernández en esta materia, ¿usted se sintió satisfecho y no vio la necesidad de hacer ningún otro tipo 
de consulta con algún otro experto al respecto? ¿Le pareció razonable -dentro de lo que ha aclarado 
que es su profesión aunque no se dedica exactamente a esto- de acuerdo a la información que todos 
teníamos a nivel político sobre el caso en cuestión, es decir, el caso Peirano? 


SEÑOR LORENZO.- En mi capacidad de entendimiento -que en estos temas es bastante buena por mi 
formación-, sí me pareció razonable. Dada las circunstancias de la sesión -habíamos obtenido, de muy 
buen modo, un cuarto intermedio que al inició parecía que no podía obtenerse-, con esa sola consulta 
me sentí satisfecho. Hoy, mirando hacia atrás y con el diario del lunes, considero que hubiera sido 
mejor pedir el desglose del artículo 2*, si es que el apuro -como me consta- era por el 1%, evacuar otras 
consultas y pasar ese artículo a Comisión; cosa que no hicimos. En aquel momento, en esas 
circunstancias, la consulta que me evacuaron la di por satisfecha. Además, no hay que perder de vista 
que recurrí primero al señor Senador Abreu que era el redactor del proyecto de ley. Él me indicó que la 
idea había sido del Doctor Fernández; me llamó por teléfono y ahí para mí se terminó el tema. Además 
de que no ejerzo la profesión, tampoco sigo con especificidad los procesos penales. Creo que tenemos 
que ubicarnos en el año 2008, donde todos los temas afectados habían sido procesados y definidos en 
sus distintas etapas, más allá de que todavía seguía en curso la causa de algunos años antes. 


Entonces, sí me di por satisfecho desde ese punto de vista. Quizás haya sido una actitud poco diligente 
pero, repito, en función de la relevancia y el conocimiento académico que tiene el Doctor Fernández 
me di por satisfecho; en ningún momento pensé que me estuviera planteando algo que no fuera como 
él me decía. 


SEÑOR MOREIRA.- En ese momento de la consulta, cuando evacua lo genérico, se refiere a que 
durante decenas de años o muchos años no se había aplicado en esa materia la Ley N* 2.230 y lo que 
tiene que ver con lo específico, en el caso de los Peirano, no era esta la figura delictiva que se les 
había aplicado. En ningún momento se refirió a la acusación fiscal por una figura delictiva diferente, es 
decir que eso estuvo absolutamente fuera de la conversación que ustedes mantuvieron. Eso lo 
escuchó en un programa periodístico como una explicación posterior y no formó parte de la 
conversación que ustedes tuvieron en ese momento. 


SEÑOR LORENZO.- Es así; categóricamente no formó parte de la conversación, porque así como 
advertí la situación que se podía dar de manera genérica, si hubiera entrado en esas distinciones 
acerca de la etapa procesal, también hubiera planteado o me hubiera dado cuenta de que, en 
definitiva, estábamos ante un proceso todavía no clausurado, no cerrado, no definido en el que, más 
allá de la acusación fiscal por otros delitos, podía terminar aplicándose el artículo 76 que estábamos 
derogando. Esas cosas las entiendo y por eso hice el planteo. Entonces, cuando me dijeron que no 
estaba en juego ese artículo, me pareció -como a todo el mundo y esa es la razón de ser del proyecto 
de ley- un artículo en desuso, que siendo de similar regulación a algunos delitos establecidos en la ley 
de concurso, había que derogarlo por profilaxis jurídica. La inquietud que planteé en la Cámara acerca 
de los efectos particulares indeseados, se consideró que no se iba a dar. Así que esa es la situación. 


SEÑOR MOREIRA.- Tampoco formó parte de la conversación el origen del conocimiento que él tenía 
de lo específico de la causa y su eventual participación en ella. Eso tampoco se lo advirtió. 


SEÑOR LORENZO..- No, eso no formó parte de la conversación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Diputado Álvaro Lorenzo las expresiones brindadas. 
(Se retira de Sala el señor Diputado Lorenzo) 
-Corresponde analizar el régimen de trabajo para la próxima sesión. 


Nosotros teníamos pensado invitar al doctor Gonzalo Fernández y a alguno de los 
integrantes del equipo del Ministerio de Economía y Finanzas que trabajó en la ley, ya que sería 
importante escuchar a algún especialista jurídico que haya tenido que ver con la discusión de la ley. 


SEÑOR AMORÍN.- El señor Vicepresidente de la República era el Ministro en esa época y fue quien el 
otro día dijo en la Cámara de Senadores que conocía el tema y que Gonzalo Fernández les había 
advertido, como cosa positiva. Por lo tanto, ya que fue actor de primerísima mano, pienso que podría 
explicarnos cómo fue el trámite. Hay que tener en cuenta que la enorme mayoría de los Senadores no 
sabían cómo se había gestado esto, que no tenían noción de que el primer proyecto de ley contenía la 
derogación de este artículo 76, y otros que sí sabían. Es obvio que en la interna del Gobierno, quienes 
participaron en la confección de esta ley -que era muy positiva y que había que hacerla-, por lo que 
venimos sabiendo hasta ahora, tuvieron noticia de que Gonzalo Fernández dijo que estos artículos 
podían complicar. Esto fue lo que nos dijo a nosotros, a los Senadores, el Vicepresidente de la 
República cuando se planteó este tema. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero hacer una aclaración. 


Es tal como señala el señor Senador Amorín, salvo en una pequeña parte: el proyecto que 
incluía la derogación del artículo 76 nunca toma estado parlamentario; es un proyecto que llega a la 
Presidencia de la República pero no ingresa nunca al Parlamento. Yo tenía el nombre de uno de los 
abogados que ayudó en este proceso desde el Ministerio de Economía y Finanzas y nos parecía que 


nosotros podíamos tener una cierta flexibilidad. A mi juicio, el contador Danilo Astori debe pasar por 
esta Comisión al igual que lo debemos hacer todos quienes integramos la Legislatura pasada. 
Seguramente no nos va a llevar horas, como a otros participantes, pero me parece que deberíamos 
tener una versión sobre qué piensa cada uno de los que, en definitiva, hizo posible la aprobación del 
proyecto. Entonces, no sé si es conveniente que concurra el contador Danilo Astori, hoy Presidente del 
Senado, o el abogado del MEC que estaba en este tema, ya que como todavía pertenece a esa 
Cartera, tal vez pueda tener mayor posibilidad de encontrar un expediente que garantice esto. Como 
ustedes bien dicen -el contador Astori lo ha dicho en forma reiterada-, la oposición quiere certificar que 
sea así, no solo con su palabra. 


SEÑOR MOREIRA.- Que vengan los dos. 


SEÑOR AMORÍN.- Tengo el mejor concepto personal y profesional del contador Astori; creo que fue un 
Ministro que se ocupó de su Cartera y que conocía casi al detalle estos temas. Por supuesto que he 
discrepado cien veces con él -y discreparemos cien veces más-, pero hay que admitir que el proyecto 
de ley original era muy importante, que el contador Astori lo conocía bien y sabía que venía con estas 
derogaciones así como también conocía que era el doctor Gonzalo Fernández el que estaba en contra 
de ellas. Me parece que el contador Astori es un testigo de primerísima línea que va a ayudar a que 
todos salgamos adelante en esta Comisión. Es muy importante que asista a la Comisión, obviamente, 
no para aclarar su situación personal, sino para que nos dé luz en un tema en el que participó y que 
nosotros ni participamos ni conocíamos. Cuando digo nosotros me refiero a la enorme mayoría de los 
Legisladores de esa época. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido con lo expresado por el señor Senador Amorín porque, además, el 
contador Astori fue aludido en la comparecencia en el Senado del doctor Gonzalo Fernández, donde 
hizo expresa mención a que había advertido al contador Astori -que en el año 2006 era Ministro de 
Economía y Finanzas- que no era conveniente la derogación porque afectaría la causa de los 
hermanos Peirano. Esto consta en la versión taquigráfica de aquella sesión. Si mal no recuerdo, el día 
que se trata este tema, el contador Astori -que es Senador de la República- solicitó licencia, por lo que 
no votó. Entonces, me parece que al haber sido aludido por el doctor Gonzalo Fernández quien, en el 
buen sentido, como eso afectaba la causa de los hermanos Peirano en el 2006, advirtió al Ministro de 
Economía y Finanzas de la época -no habla del abogado, sino del Senador Astori, lo que él mismo 
reconoció-, y me parece que hasta el propio Senador Astori debe estar interesado en aclarar el tema. 
Creo que es muy pertinente la concurrencia del Senador Astori, porque lo que opine equis abogado del 
Ministerio no me parece demasiado importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La duda no es esa, pues el señor Senador Astori está dispuesto a venir a la 
Comisión. En la próxima sesión va a concurrir el doctor Gonzalo Fernández y el abogado del Ministerio 
-suponemos que va a ser una larga exposición porque vamos a realizar muchas preguntas- y la duda 
es si alcanzará el tiempo para convocar al Senador Astori; de lo contrario, lo invitaremos para otra 
sesión. Reitero que esta es la duda de procedimiento que nosotros tenemos. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que lo que deberíamos hacer es escuchar todas las versiones antes de 
invitar al doctor Gonzalo Fernández, es decir, que el próximo martes deberíamos agotar todos los 
testimonios que queden pendientes, no sé si hay algún otro además de los que aquí se han 
mencionado, pero tenemos la posibilidad de convocar a la doctora Salom porque es la abogada de la 
causa. Entonces, después de culminada esta etapa, correspondería convocar al doctor Gonzalo 
Fernández. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que, subrepticiamente, nos deslizamos hacia otro objeto de esta Comisión, 
pues el fin central es investigar el procedimiento por el cual se derogó el artículo 76 en la Ley N* 
18.411. Me parece que ya que ha habido duda acerca de la participación del doctor Gonzalo 
Fernández, deberíamos despejarla cuanto antes. A mi juicio, los responsables de la votación de 
cualquier ley en último término -la del artículo 76 o la que dice que determinada escuela llevará equis 
nombre- somos los Legisladores. Por tanto, somos nosotros los que debemos concurrir a esta 
Comisión a decir si tuvimos negligencia al votar, si fuimos presionados o si se dio alguna situación 
irregular en torno a esta ley. 


Me parece que esto ha quedado clarísimo; de lo contrario, podemos volver a leer el artículo. Debemos 
centrarnos en el proceso legislativo e, incluso, en la puesta en práctica de la Ley N* 18.411 y en la 
derogación del artículo 76. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero recordar algo que ya dijimos. Me parece que como todos tenemos en esto 
un grado de involucramiento porque votamos la ley tal como venía, es necesario esclarecer todo lo que 
ha rodeado este proceso de aprobación. Lo acaba de decir el ex Diputado Lorenzo al manifestar que 
terminó aconsejando que se votara el proyecto porque confió en la versión de Gonzalo Fernández y en 
lo que este le dijo, no fue lo que nos explicó a nosotros cuando se trató la cuestión de fueros. 


Entonces, coincido en que la doctora Salom también debe ser llamada porque se han 
presentado denuncias periodísticas que son reales ya que aparece un facsímil de una hoja del 
expediente judicial donde figura como codefensora. Además, se ha hablado de que la codefensa es 
más virtual que real. 


En consecuencia, considero que deben escucharse las dos campanas para saber cuál fue la 
relación. Me parece que las propias personas que se han nombrado aquí deben tener un supremo 
interés en concurrir a aclarar estos temas, incluida la doctora Salom, que podrá venir o no pero, reitero, 
creo que es pertinente convocarla para que nos diga cómo se ejerció la codefensa. Creo que es 
importante escuchar esa versión porque contribuiría a transparentar esta situación. 


Me parece que este es el espíritu que nos guía a todos; no se trata de hacer explotaciones 
políticas menores, sino de que las cosas se sepan, se esclarezcan. Reitero que creo que ese fue el 
espíritu con que todos votamos la creación de esta Comisión. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: en primer lugar quiero decir que recuerdo perfectamente que 
cuando se votó la constitución de esta Comisión y se definió su objeto, quedó claro que eso se ¡ba a 
interpretar con absoluta amplitud. Inclusive, recuerdo una expresión del señor Senador Rubio, que me 
pareció por demás clara en el sentido de que se definía el objeto de la Comisión pero no sus límites. 
Quiere decir que la Comisión tiene un objeto pero no se le establecieron límites para que se puedan 
realizar todas las diligencias indagatorias que se consideren pertinentes. 


Por eso es que se ha podido solicitar a la Justicia el testimonio del expediente que interesa, 
lo cual no hubiese cabido si solo se tratase de indagar acerca del trámite legislativo. Entonces, parto de 
esta base. 


En segundo término, creo que cuando se cita a una persona aquí, por una cuestión de 
economía procesal es bueno hacerle todas las preguntas que tengan que ver con la participación que 
pueda haber tenido, o no, en los hechos que nos interesan. No sería razonable citarla para 
determinado día y si después aparece otro elemento importante, volver a citarla, y así sucesivamente. 


Como aquí aparecen varias personas que, de una manera u otra, aluden a la participación 
del doctor Gonzalo Fernández, creo que es bueno recabar el testimonio de todas ellas y, recién 
después, preguntarle al doctor Fernández acerca de lo que han dicho. 


Tenemos pendiente la declaración del contador Astori, sobre lo que coincido y me parece 
absolutamente insoslayable; hay que tener en cuenta que él mismo se adelantó a dar su versión de los 
hechos, con lo cual está indicando que le interesa que su testimonio con respecto a este episodio sea 
tenido en cuenta, y es por demás legítimo que así sea. 


También existen preguntas pendientes al doctor Tabaré Vázquez; el señor Senador Gallinal 
ya planteó las suyas conjuntamente con el señor Senador Moreira. En lo personal, puedo decir que 
adelanté las que había redactado en este momento, mientras conversábamos, y luego las enriquecí 
con algún complemento, aprovechando el tiempo extra de que dispusimos. 


Luego pueden estar las resultancias, incluso, del expediente judicial, por lo que me parece 
prematuro citar al doctor Gonzalo Fernández existiendo el riesgo de que debamos volver a llamarlo 
después si de los distintos elementos que se irán sumando surge la necesidad de volver a consultarlo. 


En consecuencia, sería partidario de convocar al contador Astori, de hacerle llegar nuestras 
preguntas al doctor Tabaré Vázquez, de -eventualmente- citar a la doctora Salom -a 
quien el señor Senador Moreira quiere interrogar- y, al final de todo, recién convocar al doctor Gonzalo 
Fernández. 


Creo, además, que desde otro ángulo de la cuestión, sería importante recabar aquí la opinión 
de expertos en materia penal y procesal penal para aclarar ciertos puntos que han quedado en la 
nebulosa y que me parece que le interesan a la opinión pública. Por ejemplo, me refiero al efecto que 
tiene la clausura del proceso en cuanto a si implica restituir al encausado la condición de primario o no 
implica tal cosa o, como se dice coloquialmente, si borra el antecedente o no. A mi juicio, todas estas 
cuestiones deben formar parte del informe del Senado a la opinión pública y solamente los técnicos 
en la materia pueden aclararlo. Creo que sería conveniente citar a los expertos que han venido 
opinando sobre esto o a quienes propongan los miembros de la Comisión. Por ejemplo, pienso en los 
doctores Langón o Cairoli, pero seguramente hay otros penalistas y procesalistas que pueden abordar 
el tema. Me parece que sería bueno recibirlos y escuchar su opinión acerca del significado y el alcance 
del principio de la retroactividad de la ley más benigna y, en particular, acerca de si la clausura del 
proceso dispuesta en virtud de ese principio restituye al encausado la condición de primario. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que han surgido suficientes interrogantes por parte de la oposición 
como para diferir la comparecencia del doctor Gonzalo Fernández. Creo que no va a haber ningún 
inconveniente en el sentido de que, si alguna duda surgiese sobre el doctor Gonzalo Fernández o 
sobre alguno de los otros comparecientes, se podrían complementar las preguntas, quizás por escrito 
o en una nueva concurrencia. Considero que se han planteado una serie de preguntas que vale mucho 
más la pena despejar en este momento, que esperar por si alguna interrogante se agrega a raíz de las 
otras comparecencias. 


Por otro lado, noto cierto tono al plantear a la Bancada del oficialismo que es reticente con 
relación a las comparecencias. Me parece que estamos equivocados si vamos por ahí, porque hemos 
querido -y que quede claro- que todos los que deban comparecer, lo hagan. Ahora bien, hay una 
cuestión de procedimiento. No veo la lógica por la que se propone esperar más tiempo para la 
comparecencia del doctor Gonzalo Fernández y que se diga “capaz que lo embromás”. No; me parece 
que teníamos pensada determinada secuencia y no veo elementos que justifiquen la postergación. De 
igual manera que me pueden quedar preguntas pendientes para formular a cualquiera de los que han 
comparecido y al final de las reuniones valoraré si amerita que la Comisión repregunte alguna cosa, 
hoy creo que hay que proceder a una pieza a la cual, indudablemente, la oposición da un valor muy 
importante. Entonces, creo que debemos proceder de la misma forma y luego se irán sumando otras 
posibilidades. La no comparecencia del anterior Ministro de Economía y Finanzas, hoy Senador Astori, 
en esta próxima sesión no significa que no haya voluntad del propio señor Senador de comparecer; 
simplemente se trata de una cuestión de procedimiento y de manejo de los tiempos. Quiere decir que 
no se puede inferir ninguna otra lectura de esto. Hay dos opiniones sobre cómo proceder y, en lo 
personal, ratifico la posición de que el doctor Gonzalo Fernández concurra en la próxima sesión y que 
también lo haga alguien que haya tenido que ver con la Cartera de Economía y Finanzas; podrá 
comparecer el contador Danilo Astori, hoy Presidente del Senado, o un abogado de los que llevó el 
tema; en fin, no tengo ningún inconveniente en ese sentido. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Pido disculpas a los señores Senadores porque tuve que ausentarme de la 
Comisión para atender una llamada telefónica vinculada con nuestro trabajo, pero creo entender que 
se está solicitando una postergación de la comparecencia del doctor Gonzalo Fernández en el mismo 
régimen en que lo han hecho los demás declarantes, por llamarlos de alguna manera. 


En lo personal, comparto plenamente lo expresado por la señora Senadora Xavier y me 
parece que ya hay elementos de juicio avanzados como para que el doctor Gonzalo Fernández venga 
a dar una versión, que puede ser primaria y que después puede continuar por los métodos que la 
señora Senadora ha mencionado: por escrito o a través de nuevas comparecencias. Creo que es de 


orden, hasta por una cuestión casi de derecho, porque hace dos sesiones que estamos diciendo cosas 
y no tiene sentido que una parte postergue su declaración. Es así que mi posición es que se cite al 
doctor Gonzalo Fernández para el próximo martes y que, eventualmente, se haga lo propio con el 
señor Presidente del Senado. Inclusive, también podríamos ir hasta su despacho -habiendo concertado 
previamente una entrevista- y formularle algunas preguntas porque no creo que tenga mucho para 
agregar. No obstante, no hago cuestión de eso pero sí considero que el doctor Gonzalo Fernández 
debe concurrir la próxima semana. 


SEÑOR MOREIRA.- No se infiera; no estamos haciendo planteos con ninguna mala intención, por el 
contrario, tratamos de esclarecer la situación lo más posible porque consideramos que es en beneficio 
de todos nosotros. Esto no significa que queramos sacar algún rédito ni que cuanto más tiempo 
transcurra para citar al señor Gonzalo Fernández, será mejor; en absoluto. Lo que sucede es que como 
abogado -aunque ya no ejerzo la profesión- me gustaría conocer el expediente judicial antes de 
convocar al señor Gonzalo Fernández porque de este modo tendremos más elementos de juicio que 
nos permitirán formular preguntas más apropiadas y pertinentes. Incluso pienso que al propio señor 
Gonzalo Fernández le tiene que interesar que tengamos los elementos de juicio como para hacer 
preguntas bien orientadas y fundadas. No se trata de dilatar la cuestión, porque nos podemos reunir 3 
veces la semana que viene, un día vemos el expediente y el otro lo convocamos; hasta puede alterarse 
el régimen de la Comisión para no dilatar este hecho más allá de la semana que viene. Entonces, si así 
lo desean, podemos reunirnos tres veces la semana que viene. 


En lo personal, repito, me gustaría ver el expediente judicial porque me parece que contiene 
elementos de juicio como para que podamos hacer preguntas más certeras. Por ejemplo, en el día de 
hoy el ex Diputado Lorenzo hizo un aporte que no conocía y que, sin duda, será fundamental para 
realizar otras preguntas. O sea que, del mismo modo, si estudiamos el expediente judicial también 
podremos tener mayor objetividad y hacer preguntas más atinadas porque, reitero, vamos a contar con 
más elementos de juicio. 


En cuanto al régimen de sesiones, si desean reunirse todos los días de la semana próxima, 
no tengo ningún inconveniente. 


SEÑOR GALLINAL.- Mi intención era hacer una moción pero propongo que pasemos a cuarto 
intermedio por cinco minutos con el fin de intercambiar algunas ideas y ver si, dentro de lo posible, 
llegamos a un entendimiento contemplando las posiciones de todos los integrantes. 


(La Comisión pasa a cuarto intermedio por cinco minutos) 
(Así se hace. Es la hora 18 y 3 minutos) 
(Vueltos a Sala) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número se reanuda la sesión. 
(Es la hora 18 y 21 minutos) 


SEÑOR GALLINAL.- Intercambiamos algunas ideas y decidimos allanarnos a la propuesta que se 
planteó por parte del oficialismo. En ese sentido, pensamos que para la próxima sesión del día martes 
se puede invitar al Vicepresidente Astori, a la doctora Salom y al doctor Fernández. Con respecto al 
planteo que realizó el Senador Pasquet de solicitar informes a algunos catedráticos sobre temas claros 
y concretos, creemos que eso se puede hacer por escrito -como lo hemos hecho tantas veces- de 
manera que nos quede completa la información de cuáles son las consecuencias jurídicas que tienen 
determinados actos. 


Por consiguiente, las dos propuestas son las siguientes. Por un lado, que el señor Senador 
Pasquet -creo que lo haría él- presente por escrito las preguntas que se quieren realizar a los 
catedráticos que propongan los distintos sectores y, por otro, que sesionemos el próximo martes a 


partir de las 15 horas con estos tres invitados. Ahora bien, para poder contemplar las distintas 
posiciones, desearíamos que el doctor Fernández compareciera en el último lugar, de modo de tener 
previamente las otras opiniones, que es lo que nosotros habíamos planteando. En vez de diferir la 
comparecencia del doctor Gonzalo Fernández, la incluiríamos ese mismo día. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero aclarar que el próximo martes hay una particularidad porque el Senado 
tiene como orden del día el tema de la Rendición de Cuentas que se presume va a llevar más de una 
sesión y que serán extensas, por lo que difícilmente vamos a poder comenzar a las 15 y 30 horas. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, quizás podríamos sesionar el día miércoles. 

SEÑOR NIN NOVOA.- Por motivos personales, no puedo concurrir el día miércoles 22. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero señalar que el señor Senador Pasquet tiene derecho a formular las 
preguntas que tiene planteadas y si los Senadores de Gobierno tienen algún reparo, lo expresarán en 
su momento. A mi juicio, corresponde votar. 


SEÑORA XAVIER.- Correcto, señor Senador, y fundamentamos el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde proceder a la votación. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que se tendrían que incorporar las preguntas del señor Senador Pasquet 
con las que ya se ha decidido enviar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 7. Negativa. 


SEÑORA XAVIER.- No votar ahora las preguntas del señor Senador Pasquet, no significa que no se 
puedan inscribir en otro momento del proceso que lleva adelante esta Comisión Investigadora. 
Creemos que es oportuno, en primer término, evacuar las dudas con el doctor Gonzalo Fernández para 
ver si ello amerita que las preguntas destinadas al doctor Vázquez sean o no igualmente remitidas. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que el señor Senador Pasquet tiene más que suficientes garantías de la 
voluntad de la mayoría de la Bancada del Frente Amplio de habilitar el funcionamiento de la Comisión 
Investigadora que él solicitó. Es más, pienso que la mayor demostración de lo que acabo de señalar es 
la que el otro día dimos en el Senado cuando votamos la instalación de la Comisión Investigadora. A mi 
juicio, ese es el argumento cien, y eso no lo perdemos de vista. Para nosotros es un elemento de 
referencia bien importante porque, si bien se cita lo que dijo determinado Senador, también se sabe 
que el objeto de la investigación también tuvo sus bemoles. Entonces si por la responsabilidad que nos 
cabe como Bancada de Gobierno y por estar directamente involucrados en el tema, queremos que la 
secuencia -no las alternativas- se dé de acuerdo a lo que entendamos que es más oportuno; hay que 
entenderlo; de lo contrario, si tenemos que votar en contra así lo haremos, pero que nadie vaya a 
pensar que hacerlo de esa forma significa silenciar algo; simplemente se busca que el trámite de esta 
Comisión Investigadora transite de la mejor manera posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el mismo sentido, y como fundamento de voto, quiero decir que, a mi 
entender, al señor Senador Pasquet le asiste derecho de hacer los trámites como marca el Reglamento 


y la ley. Pero, además, tiene que reconocer que por unanimidad la Comisión lo autorizó a formular 
preguntas y realizar exposiciones, aunque por el Reglamento no hubiera correspondido que lo hiciera. 
Como Bancada de Gobierno votamos en contra el trámite relacionado con las preguntas del señor 
Senador Pasquet porque entendemos que tenemos que discutir dichas preguntas, tal como lo hicimos 
con las del Partido Nacional. En los quince minutos de cuarto intermedio lo hicimos y nos pareció que 
en este momento de la discusión de la Comisión era viables tramitarlas. Pero, en el caso de las 
preguntas formuladas por el señor Senador Pasquet, entendemos que tienen diferencias con respecto 
a las otras y, por lo tanto, votamos en contra. Ello no quiere decir que más adelante, después que 
comparezcan en la próxima sesión el Presidente del Senado, la doctora Salom y el doctor Gonzalo 
Fernández -si el tratamiento de la Rendición de Cuentas en el Plenario nos lo permite- no amerite 
discutir y aprobar determinados trámites de preguntas que corresponda realizar al doctor Tabaré 
Vázquez. 


SEÑOR AMORÍN.- Hemos votado afirmativamente la solicitud del señor Senador Pasquet porque 
creemos que esta Comisión debe actuar de la forma más amplia posible. A toda la ciudadanía, o al 
menos a buena parte de ella, le ha llamado poderosamente la atención este tema. Entonces, debemos 
agotar todas las instancias para recabar toda la información posible. Desde ese punto de vista, 
consideramos pertinente que estas preguntas se hagan llegar al ex Presidente de la República en este 
momento. La Bancada oficialista entendió que no es así y por eso hemos perdido en la votación. De 
cualquier forma, tenemos confianza y esperanza de que le sean enviadas, quizás, la próxima semana. 


Reitero que esta Comisión debe sesionar de la forma más amplia posible. Fue con ese 
espíritu que todos hemos decidido -más allá de que entiendo de que es absolutamente justo y ajustado 
a Derecho- que el miembro denunciante -que es el único que puede estar aquí además de los 
integrantes de esta Comisión- trabaje como uno más de nosotros. Ha tenido la iniciativa, está 
trabajando duro en el tema y aunque no pueda votar, obviamente, repito, es uno más de nosotros. 


Nada más. 


SEÑOR NIN NOVOA.- No preciso abundar mucho en el fundamento de voto pues ya fuera de versión 
había señalado que entendía que esas dos preguntas que el señor Senador Pasquet pretendía, con 
todo derecho, elevar al ex Presidente de la República podían ser dirigidas al doctor Gonzalo Fernández 
que es quien va a concurrir en primera instancia. 


De manera que he acompañado el voto con mi posición primigenia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 47 minutos) 


Linea del vie de náaina 
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